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Resuelve el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la 

parte demandante y la apoderada de la parte demandada INDUSTRIA NACIONAL 

DE GASEOSAS S.A. (INDEGA S.A.), contra el auto interlocutorio 1158 del 17 de 

mayo de 2020, proferido por el Juzgado Once Laboral del Circuito de Cali, mediante 

el cual se  niega el decreto de pruebas testimoniales solicitado por las partes antes 

mencionadas, dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia de JUAN 

CARLOS PARRA PENILLA en contra de EXTRAS S.A. Y OTROS, con radicación 

760013105 011 2019 00455 00. Se toma como base, la ponencia discutida y 

aprobada en Sala de Decisión llevada a cabo el 2 de junio de 2022, celebrada como 

consta en el Acta No 35, tal como lo regulan los artículos 54 a 56 de la ley 270 de 

1996 y el artículo 11 del Acuerdo PCSJA21-11840 del 26-08-2021, en ambiente 

preferente virtual. 

 

ANTECEDENTES 

 

HECHOS DE LA DEMANDA. 



El señor JUAN CARLOS PARRA PENILLA señala que suscribió contrato laboral 

inicialmente con la sociedad EXTRAS S.A., bajo la modalidad de obra o labor 

contratada, desde el día 04 de diciembre de 2002 hasta el día 31 de diciembre de 

2002 para el cargo de MERCADERISTA. Que su empleador para la fecha y donde 

prestaba efectivamente su labor contratada era la empresa INDUSTRIA NACIONAL 

DE GASEOSAS S.A. (INDEGA S.A.), específicamente en la sede principal de la 

empresa ubicada en la carrera 98 No. 16 - 95 de la ciudad de Cali. 

 

Que del 22 de enero de 2003 hasta el 31 de julio de 2005 el actor suscribió un 

contrato laboral con EFICACIA S.A., bajo la misma modalidad de obra o labor 

contratada, no obstante, continuaba prestando sus servicios en la empresa INDEGA 

S.A., en la misma sede principal. 

  

Que el actor suscribió un contrato bajo la modalidad de obra o labor contratada 

desde el 01 de agosto de 2005 hasta el 14 de agosto de 2018 con la sociedad 

PROSERVIS GENERALES S.A.S., pero al servicio de su empleador INDEGA S.A. 

en su sede principal en la carrera 98 No. 16 – 95 de la ciudad de Cali. 

 

Que el accionante prestaba sus servicios laborales para la sociedad INDEGA S.A., 

en el cargo de ADMINISTRADOR DE PEDIDOS de manera continua de lunes a 

domingo, incluso los días feriados en diferentes turnos los cuales se desempeñaban 

en los horarios comprendidos de 5.00 am a 1:00 pm y 1:30 pm a  4:00 pm y el otro 

turno de 4:00 pm a 1:00 am, bajo la subordinación de la señora CAROLINA GARCIA 

ARANQUE quien era JEFA DE DESPACHO, por ende su jefa inmediata. 

 

Que el actor recibía por parte de la empresa accionada las respectivas dotaciones 

tres veces al año para desempeñar la labor de administrador de pedidos, manifiesta 

tener las mismas condiciones laborales del resto de los empleados de la planta, ya 

que contaba con el servicio de casino para su alimentación, asistía a  las fiestas por 

parte de la empresa en diciembre, de igual manera era invitado a todos los eventos 

empresariales como día de la familia, capacitaciones y demás actividades. 



Que el día 13 de agosto de 2018 la sociedad INDEGA S.A., le entregó una orden al 

trabajador para que al día siguiente se presentara a las instalaciones de 

PROSERVIS GENERALES S.A.S.,  día en que se le informó al demandante la 

decisión de INDEGA S.A., de terminar sin justa causa la relación laboral, 

manifestándole que para indemnizar y liquidar el contrato debía suscribir un acta de 

terminación de contrato por mutuo acuerdo.  

 

PRETENSIONES  

El accionante pretende que con base a los antecedentes antes descritos se declare 

que entre él y la sociedad INDUSTRIAS DE GASEOSAS S.A. existió un contrato de 

trabajo a término indefinido, sin solución de continuidad en el cargo de 

ADMINISTRADOR DE PEDIDOS  desde el día 04 de diciembre de 2002 hasta el 

día 14 de agosto de 2018. 

Que se condene a INDEGA S.A., al reajuste y posterior pago de la liquidación 

laboral, moratoria por no pago de prestaciones sociales, valores o acreencias que 

omitió cancelar, cesantías, intereses a las cesantías, primas de servicios y 

vacaciones con su debida indexación, al igual que las costas procesales y agencias 

en derecho.  

 

Las demandadas se opusieron a las pretensiones y formularon excepciones, 

esgrimiendo que INDEGA S.A. no fue el empleador, ni ha impuesto condiciones de 

trabajo.  

 

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El 17 de mayo 2022 en la respectiva audiencia del artículo 77 del CPTYSS, en la 

etapa del decreto de pruebas, el A quo, negó el decreto del testimonio de GONZALO 

DE JESUS ANGARITA, LUIS ASTUDILLO CAMPO y HECTOR JEFFERSON 

GARCES RAMOS solicitados por la parte demandante. De igual manera, negó el 

testimonio de RUBEN FORERO GALINDO solicitado por la parte demandada 



INDEGA S.A., pues consideró el Juez de primer grado que los mismos no se 

solicitaron con los requisitos exigidos por el artículo 212 de CGP. 

 

RECURSOS DE APELACIÓN  

 

Contra el auto interlocutorio número 1158 del 17 de mayo de 2022 fue interpuesto 

recurso de apelación por el apoderado de la parte demandante, radicando su 

inconformidad en que, los testimonios solicitados por la parte demandante se dirigen 

a demostrar no unos hechos específicos, sino todos aquellos plasmados en la 

demanda.  

 

Y la parte demandada INDEGA S.A. formuló recurso de reposición y en subsidio de 

apelación en cuanto consideró que el testimonio solicitado en la contestación de la 

demanda, se dirigió a acreditar todos y cada uno de los hechos de la defensa, por 

esa razón no debía limitar el testimonio a ningún hecho en específico. 

 

El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cali no repuso la decisión tomada 

conforme a los siguientes argumentos: <El artículo 212 del CGP, establece como 

requisito para cuando se pida la prueba testimonial que deben enunciarse 

concretamente los hechos objeto de la prueba, cabe recordar que esta exigencia 

que establece la norma se hace en virtud del respeto a la garantía del debido 

proceso y el derecho  a la defensa que deben contar los demás sujetos procesales, 

pues tienen derecho a poder contraprobar y controvertir las pruebas que se hallen 

en su contra al desconocer de manera concreta sobre qué hechos va a declarar el 

testigo eso imposibilita ese derecho a la defensa y de controvertir por medio de otra 

prueba, incluso en la misma diligencia lo dicho y manifestado por el testimonio razón 

por la cual el despacho no responde a la decisión y en su lugar concede el recurso 

de apelación=. 

 

Concedió el recurso de apelación en auto número 1158 del 17 de mayo de 2022, 

disponiendo la remisión el expediente a esta instancia.   



 

ALEGATOS SEGUNDA INSTANCIA 

 

Mediante providencia del 17 de marzo de 2023, el Despacho ordenó correr traslado 

a las partes para que presentaran alegatos de conclusión, tal como lo dispone la 

Ley 2213 de 2022. 

 

El apoderado de la parte demandante alegó de conclusión, reiterando los 

argumentos de alzada, solicitando se revoque el auto interlocutorio 1158 del 17 

mayo de 2022, que decreto las pruebas y negó las testimoniales solicitadas y, en 

su lugar, se ordene la práctica de dicha prueba testimonial. La parte demandada 

guardó silencio. 

  

C O N S I D E R A C I O N E S:  

 

Cabe resaltar que esta Sala está facultada para conocer del auto apelado, por el 

numeral 4 del artículo 65 del CPT y SS al manifestar que es apelable el auto que 

niegue el decreto o práctica de una prueba. 

 

El problema jurídico a resolver por la Sala se concreta en determinar entonces, si 

los testimonios solicitados por los apelantes en el proceso de la referencia, cumplen 

con lo establecido en el artículo 212 de la ley 1564 de 2012. 

 

Sabido es que, conforme al artículo 77 del CPTSS, modificado por el artículo 11 de 

la Ley 1149 de 2007, referido a la audiencia de conciliación, decisión de 

excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio, el parágrafo 1º contempla el 

procedimiento a seguir cuando fracasa la conciliación, y en su numeral 4º señala 

que, a continuación y, en audiencia de trámite el juez decretará las pruebas que 

fueren <conducentes y necesarias=, las que se practicarán en el día y hora que se 

determine para el efecto, a voces de lo consagrado en el artículo 80 ibídem. 

 



Con fundamento en este precepto legal, la Sala de Casación laboral de la Corte 

Suprema de Justicia, de vieja data, en sentencia del 29 de enero de 1997, 

expediente 9197, señaló: <(...) a juicio de la Sala, cuando la ley indica práctica 

de pruebas, debe entenderse que ellas comprenden <todos los medios de 
prueba establecidos en la ley= (Art. 51 del C. de. P. L.), ya sean documentos, 

testimonios, interrogatorios de parte, dictámenes periciales, inspecciones 

judiciales, etc.=; criterio reiterado en sentencia del 13 de septiembre de 2006, MP. 

Dr. Carlos Isaac Nader, radicación 29328. 

 
A su vez, el artículo 51 ibídem, señala que, <Son admisibles todos los medios de 

prueba establecidos en la ley= y, el artículo 53 del mismo canon, prevé que, <el 

juez podrá, en decisión motivada=, rechazar la práctica de pruebas y diligencias 

<inconducentes o superfluas= en relación con el objeto del pleito, limitando la prueba 

testimonial cuando considere que son suficientes los testimonios recibidos o los 

otros medios de convicción que obren en el proceso, sin perjuicio de sus facultades 

oficiosas para decretar aquellas no pedidas cuando sean indispensables para el 

completo esclarecimiento de los hechos controvertidos –artículo 54 ib.-, o de 

disponer la práctica de inspección judicial cuando se presenten graves y fundados 

motivos o para aclarar hechos dudosos –artículo 55 ib.-. También las partes pueden 

pedir la exhibición de documentos en forma conjunta o separada de la inspección 

judicial, así lo señala el artículo 54-B incorporado al procedimiento laboral por el 

artículo 25 de la Ley 712 de 2001. 

 
Ahora bien, el Código General del proceso, aplicable por analogía en virtud del 

artículo 145 del CPTSS, sobre los medios de prueba prevé en su artículo 65, lo 

siguiente:  

 

<…Son medios de prueba la declaración de parte, la confesión, el juramento, el 
testimonio de terceros, el dictamen pericial, la inspección judicial, los documentos, 
los indicios, los informes y cualesquiera otros medios que sean útiles para la 
formación del convencimiento del juez. 
 

El juez practicará las pruebas no previstas en este código de acuerdo con las 
disposiciones que regulen medios semejantes o según su prudente juicio, 
preservando los principios y garantías constitucionales…= 

 



Por su parte la Corte Constitucional en sentencia C-782 de 2005 M.P. Alfredo 

Beltrán Sierra al respecto se indicó <El testimonio en sentido amplio, es toda declaración 

de ciencia o conocimiento que sobre hechos que interesan al proceso se realiza por una 

persona. Así entendido, conforme a la doctrina universal en materia probatoria esta prueba 

personal, incluye entre sus especies: la confesión y el testimonio de terceros. Nuestra 

legislación, siempre ha establecido diferencias entre las dos, pues mientras la confesión 

implica la aceptación de hechos por quien es parte en el proceso y de la cual se derivan 

consecuencias jurídicas desfavorables, el testimonio en sentido estricto, es la declaración 

de un tercero sobre hechos de los cuales tiene conocimiento y cuya fijación se requiere en 

el proceso.=   

 

Para resolver, la Sala también se tiene en cuenta el artículo 212 del CGP, el cual 

dispone:  

 

<cuando se pidan testimonios se deberá expresarse el nombre, domicilio, 
residencia o lugar donde puedan ser citados los testigos, y enunciarse 
concretamente los hechos objeto de la prueba= subrayado fuera del texto.  

 

A su vez, el artículo 42 ibidem, dispone:  

 

<Artículo 42. DEBERES DEL JUEZ. #2. Hacer efectiva la igualdad de las 
partes en el proceso, usando los poderes que este código le otorga= subrayado 
fuera de texto original. 
 
 

En el caso bajo estudio, los apelantes manifestaron que los testimonios solicitados 

en la demanda y contestación de la misma respectivamente se encuentran 

conforme a la normatividad vigente en el ordenamiento jurídico colombiano.  

 

Por tanto, debe decirse que el Juez al momento de negar el decreto de las pruebas 

testimoniales realizó una interpretación gramatical de la norma en cuestión, que 

justamente pretende un mayor rigor en la solicitud de la prueba. En efecto, el 

doctrinante Héctor Fabio López Blanco en su libro CODIGO GENERAL DEL 

PROCESO PRUEBAS TERCER TOMO al referirse al artículo 212 del CGP  

<formalidades innecesarias pues con el nombre y residencia hubiera sido suficiente dado 



que exigir que se señale el objeto de la prueba, inútilmente pretende ilustrar al juez acerca 

de su pertinencia, tan solo lo lleva a que cumpla el requisito usando frases  vacías, de cajón, 

tales como <para que declare acerca de los hechos de la demanda=. 

   

Sin embargo, dicho rigor no puede dejar a las partes, sin la posibilidad de que sean 

escuchados sus testigos, de ahí que, una interpretación menos restrictiva entra en 

armonía con la finalidad de la prueba, cual es dar conocimiento al funcionario judicial 

sobre los hechos de la demanda y la contestación, que, aunque genérico resulte, 

permitirá construir la decisión judicial sobre lo probado y no acreditado, facultando 

al Juez a delimitar la prueba y valorarla razonadamente.  

 

Por tanto, la generalización no tiene por qué tornar difícil la garantía del derecho de 

defensa, cuando existe un marco fáctico en el cual encuadrarse el Juez y las partes.  

   

Con base en ello, se concluye que, no siendo la alternativa idónea, obstruir la 

práctica de la prueba testimonial a quienes no enunciaron concretamente los hechos 

que se pretenden probar, se impone revocar la decisión del Juzgado. No sobra 

advertir que la exigencia del artículo 212 del C.G.P., configura una buena práctica 

del litigante acucioso y disciplinado, que debe capitalizarse por la utilidad que en 

aras de pertinencia de la prueba se alcanzaría.  

 

En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto interlocutorio número 1158 del 17 de mayo de 2022 

proferido por el Juzgado Once Laboral del Circuito de Cali, para en su lugar, 

DECRETAR la prueba testimonial de GONZALO DE JESUS ANGARITA, LUIS 

ASTUDILLO CAMPO y HECTOR JEFFERSON GARCES RAMOS, solicitados por 



la parte demandante. Y el testimonio de RUBEN FORERO GALINDO, solicitado por 

INDEGA S.A.  

 

SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia.  

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE por ESTADO electrónico. 

 

(firma electrónica) 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

Magistrada Ponente 
 

 
 
 

LUIS GABRIEL MORENO LOVERA 
Magistrado 

 
 

CARLOS ALBERTO OLIVER GALÉ 
Magistrado 
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CAJA DE COMPENSACIÓN COMFENALCO VALLE  
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AUTO NÚMERO 331 
 
 

Cali, veintiocho (28) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 
 
Mediante correo electrónico que data del 12 de abril de 2023, la apoderada 

judicial de la demandada Consorcio Sayp 2011, mediante el cual renuncia al 

poder a ella conferido, adujo que renunció a dicha empresa el 31 de marzo de 

2023 y conforme a ello, aportó constancia de envío de la carta de renuncia a sus 

empleadores.  

 
En materia de terminación del poder establece el inciso 4º artículo 76 del Código 

General del Proceso: <La renuncia no pone término al poder sino cinco (5) días 

después de presentado el memorial de renuncia en el juzgado, acompañado 

de la comunicación enviada al poderdante en tal sentido.= 
 
Toda vez que el memorial citado y lo que en él se solicita se ajusta a derecho, 

habrá de aceptarse la renuncia presentada por el profesional del derecho 

conforme los parámetros previstos en la norma transcrita.    

 
En virtud de lo anterior se, DISPONE: 
 
De conformidad con la norma que se ha dejado trascrita, ACÉPTESE, la 

renuncia que ha presentado al poder conferido la doctora LEIDY CAROLINA 

APARICIO RIAÑO, T.P No. 198.567 expedida por el C.S.J, en los términos del 

artículo 76 del C.G.P.  

 
NOTIFÍQUESE. 

 
 



  

M.P MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 2 

 

-Firma electrónica- 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

MAGISTRADA 
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Cali, veintiocho (28) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admite la APELACIÓN presentada por apoderado 

de COLPENSIONES, así como la CONSULTA de la sentencia de primera 

instancia, una vez, ejecutoriado este auto, por Secretaría se correrá traslado 

virtual común por un término de 5 días, para que aleguen por escrito, a través 

del correo electrónico, de conformidad con la norma en cita y el artículo 9 

ibidem, advirtiendo a las partes el deber de allegar los alegatos a la sede 

electrónica de la Secretaría de la Sala Laboral 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co como a todas las partes a sus direcciones 

electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE la APELACIÓN presentada por apoderado de 

COLPENSIONES, así como la CONSULTA respecto de la sentencia proferida 

en primera instancia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 5 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 



 2 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

  

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  

 

 

-Firma Electrónica- 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

MAGISTRADA 
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SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 
 
 

REF. ORDINARIO DE NORA ELENA OCAMPO GIRALDO, 
ISABEL CRISTINA GIRALDO MOSQUERA, 

KATHERINE CUERO CALDERÓN 
KATHERINE ROJAS 

VS. CLÍNICA ORIENTE S.A.S.,  
COOMEVA EPS S.A. 

   RADICACIÓN: 760013105 009 2020 00288 01 

 

AUTO NÚMERO 332 

 

Cali, veintiocho (28) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admite la APELACIÓN formulada por apoderado 

de las DEMANDANTES, de la sentencia de primera instancia, una vez, 

ejecutoriado este auto, por Secretaría se correrá traslado virtual común por un 

término de 5 días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico, 

de conformidad con la norma en cita y el artículo 9 ibidem, advirtiendo a las 

partes el deber de allegar los alegatos a la sede electrónica de la Secretaría 

de la Sala Laboral sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co como a todas las partes 

a sus direcciones electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

A su vez, mediante correo electrónico que data del 24 de abril de 2023, en el que 

la demandada COOMEVA EPS S.A. confiere poder amplio y suficiente al doctor 

JORGE MERLANO MATIZ, T.P No. 19.417 expedida por el C.S.J. 

 
Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  
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PRIMERO: se admite la APELACIÓN formulada por apoderado de las 

DEMANDANTES respecto de la sentencia proferida en primera instancia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 5 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: personería para actuar al doctor JORGE MERLANO MATIZ, T.P 

No. 19.417 expedida por el C.S.J, como apoderado judicial de la demandada 

COOMEVA EPS S.A. EN LIQUIDACIÓN.  

 

QUINTO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

   

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 
 
 

REF. ORDINARIO DE MARIA ALEYDA RINCÓN ZULUAGA 
VS. PORVENIR S.A., COLPENSIONES 

    RADICACIÓN: 760013105 016 2022 00317 01 

 

AUTO NÚMERO 319 

 

Cali, veintiocho (28) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admiten la APELACIÓN formulada por apoderado 

de COLPENSIONES, así como la CONSULTA de la sentencia de primera 

instancia, una vez, ejecutoriado este auto, por Secretaría se correrá traslado 

virtual común por un término de 5 días, para que aleguen por escrito, a través 

del correo electrónico, de conformidad con la norma en cita y el artículo 9 

ibidem, advirtiendo a las partes el deber de allegar los alegatos a la sede 

electrónica de la Secretaría de la Sala Laboral 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co como a todas las partes a sus direcciones 

electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE las APELACIÓN formulada por apoderado de 

COLPENSIONES, así como la CONSULTA respecto de la sentencia proferida 

en primera instancia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 5 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 
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sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

   

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 
 
 

REF. ORDINARIO DE MARÍA NANCY CADAVID CÁRDENAS 
VS. PORVENIR S.A., COLPENSIONES 

    RADICACIÓN: 760013105 016 2022 00356 01 
 
 

AUTO NÚMERO 321 

 

Cali, veintiocho (28) de abril de dos mil veintitrés (2023). 
 

Conforme lo establecido en el artículo 13 de la Ley 2213 del 13 de junio de 

2022, por ser procedente se admite la APELACIÓN presentada por apoderado 

de COLPENSIONES, así como la CONSULTA de la sentencia de primera 

instancia, una vez, ejecutoriado este auto, por Secretaría se correrá traslado 

virtual común por un término de 5 días, para que aleguen por escrito, a través 

del correo electrónico, de conformidad con la norma en cita y el artículo 9 

ibidem, advirtiendo a las partes el deber de allegar los alegatos a la sede 

electrónica de la Secretaría de la Sala Laboral 

sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co como a todas las partes a sus direcciones 

electrónicas (Artículo 78 num.14 CGP). 

 

Surtido el traslado virtual correspondiente 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/148, la 

Sala proferirá sentencia escrita, previa deliberación y se notificará vía edicto 

que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la Secretaría de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad con el artículo 

40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 de la Sala de 

Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

 

En tal virtud se, RESUELVE:  

 

PRIMERO: ADMÍTASE la APELACIÓN presentada por apoderado de 

COLPENSIONES, así como la CONSULTA respecto de la sentencia proferida 

en primera instancia.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría córrase traslado virtual común por un término de 5 

días, para que aleguen por escrito, a través del correo electrónico 
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sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, así como a todas las partes a sus 

direcciones electrónicas (Artículo 78 numeral 14 del CGP).  

 

TERCERO: Sin perjuicio de los traslados virtuales ordenados, la sentencia 

escrita proferida dentro del proceso de la referencia, se notificará por edicto 

electrónico que se fijará por el término de un (1) día en el micrositio de la 

Secretaría de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ello de conformidad 

con el artículo 40 del CPTSS y las providencias AL647-2022 y AL4680-2022 

de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y podrá 

consultarse en la página web de la Rama Judicial en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-laboral/146    

  

CUARTO: NOTIFÍQUESE por ESTADO en la página web de la Rama Judicial, 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. Para consultas, 

ingresar a: https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-superior-de-cali-sala-

laboral/145  
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 

 

MAGISTRADA PONENTE: DRA. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

 

REF: PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  
DEMANDANTE: GUSTAVO ADOLFO MOSQUERA FLOR 

DEMANDADO: MMOTORIN DE COLOMBIA S.A.S. 
RADICACIÓN: 760013105 003 2020 00432 01 

 

Santiago de Cali, veintiocho (28) de abril del año dos mil veintitrés (2023). 

 

AUTO NÚMERO 328 

 

Surtido el trámite previsto en la Ley 2213 de 2022, resuelve el Tribunal el recurso 

de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la demandada -expediente 

virtual, archivo: 01Expediente, págs. 80 a 82- contra el auto interlocutorio 538 del 08 de 

marzo de 2021 proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cali -

págs. 56 a 57 ib.- mediante el cual, entre otras cosas, dispuso <…TENER POR NO 

CONTESTADA la presente demanda por parte de MMOTORIN DE COLOMBIA S.A.S.…=. Lo 

anterior, con base en la ponencia discutida y aprobada en Sala de Decisión 

llevada a cabo el 15 de marzo de 2023, celebrada como consta en el Acta No 

17, tal como lo regulan los artículos 54 a 56 de la ley 270 de 1996. 

 
ANTECEDENTES 

 
Las pretensiones del actor en esta causa están orientadas a obtener de la 

jurisdicción una declaración de condena contra la entidad convocada 

MMOTORIN DE COLOMBIA S.A.S., por el reconocimiento y pago de lo 

siguiente (págs. 3-4): 

 

<(…) 
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(…)= 
 

La A quo inicialmente inadmitió la demanda por auto 2717 del 24 de noviembre 

de 2020 (págs. 32-33) y, una vez subsanada, procedió a su admisión por auto 

interlocutorio 2929 del 11 de diciembre de 2020 (págs. 45-46), disponiendo la 

notificación del demandado MMOTORIN DE COLOMBIA S.A.S., en los 

términos del Decreto 806 de 2020. 

 

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA (AUTO APELADO) 

 
La juez de instancia, por auto interlocutorio 538 del 08 de marzo de 2021, en 

lo que atañe a la Sala, dispuso: 
 

<(…) 
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(…)= 
 

La apoderada judicial de la parte demandada presentó solicitud de nulidad por 

indebida notificación (págs. 67 a 69) y, además, formuló recurso de reposición 

y en subsidio apelación contra el anterior proveído, los que fueron desatados 

por auto interlocutorio 570 del 11 de marzo de 2021, en el que se resolvió: 

(…) 

 
(…) 

 

Lo anterior, tras considerar la A quo que, la notificación personal de 

MMOTORIN DE COLOMBIA S.A.S. del auto admisorio de la demanda, se 

surtió en legal forma, en los términos del artículo 6° del Decreto 806 de 2020, 

a la dirección de correo electrónico de dicha sociedad que reposa en el 

certificado de existencia y representación legal. 

 
APELACIÓN 

 
La apoderada judicial de la sociedad demandada apeló la decisión en subsidio 

al recurso de reposición, argumentando en síntesis que, la notificación de la 

demanda no cumple con los parámetros establecidos en el artículo 6° del 

Decreto 806 de 2020, por cuanto a su representada nunca le llegó correo 

electrónico de la demanda con sus anexos y auto admisorio, ni correo 

certificado por parte del demandante en igual sentido, por lo que, asevera no 

conocen la demanda del señor Mosquera Flor, lo cual resulta violatorio al 

principio de publicidad y debido proceso. 
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Refiere que los correos electrónicos de su representada se encuentran en el 

certificado de Cámara y Comercio, sin que se efectuase la debida notificación 

a los mismos, por lo que, solicita se revoque la decisión y, en su lugar, se 

notifique la demanda para poder ejercer el derecho a la defensa. 

 

ALEGATOS SEGUNDA INSTANCIA 

 

Mediante providencia del 10 de septiembre de 2021, el Despacho ordenó 

correr traslado a las partes para que presentaran alegatos de conclusión, tal 

como lo dispone el Decreto 806 de 2020, vigente para la época, sin embargo, 

las partes guardaron silencio. 

 
DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

 
Cumplidos los trámites propios de la segunda instancia, sin que se observen 

vicios que puedan afectar la validez de lo actuado, es procedente entrar a 

decidir el asunto lo que se hace previas las siguientes… 

 
C O N S I D E R A C I O N E S: 

 
El auto que tiene por no contestada la demanda es susceptible de apelación, 

a la voz del numeral 1° del artículo 65 del CPTSS, modificado por el artículo 

29 de la Ley 712 de 2001. 

 
 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
El problema jurídico a resolver por la Sala se concreta en determinar si, debe 

tenerse por no contestada la demanda como se decidió en la instancia o sí, 

por el contrario, le asiste razón a la demandada recurrente. 

 
CASO EN CONCRETO 

 
El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cali, mediante auto interlocutorio 

2929 notificado por estado del día 18 de diciembre de 2020 (págs. 45-46), 

admitió la demanda y, dispuso la notificación de la sociedad demandada en 

los siguientes términos: 

 
(…) 
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(…) 

 

Para efectos de la notificación personal de la sociedad demandada y surtir el 

traslado del artículo 74 del CPTSS, por Secretaría, se elaboró comunicación 

de fecha 11 de diciembre de 2020, dirigida a la representante legal de 

MMOTORIN DE COLOMBIA S.A.S. (pág. 47), con dirección de correo 

electrónico info@mmotorin.com, en la cual se ponía en conocimiento la 

existencia del proceso adelantado por el señor Mosquera Flor, en los 

siguientes términos: 

(…) 

 
(…) 

 

Citación que fue remitida por correo electrónico el día 19 de enero de 2021, a 

las direcciones de correo electrónico info@mmotorin.com y 

mmotorin@hotmail.com, en la que además se corrió traslado de la demanda 

en los términos del Decreto 806 de 2020, aportando para el efecto vínculo con 

acceso al expediente, contentivo de la demanda, anexos y auto admisorio, 

respecto del cual se verifica su adecuado funcionamiento. Veamos: 

 

mailto:info@mmotorin.com
mailto:info@mmotorin.com
mailto:mmotorin@hotmail.com
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También se aporta al plenario, certificación de correo de la empresa Pronto 

Envíos, en la que se hace constar que la sociedad MMOTORIN DE 

COLOMBIA S.A.S., recibió la citación para efectos de la notificación personal 

en la dirección Calle 70 # 7J 09, Barrio Alfonso López de Cali (pág. 54). 

Veamos: 

(…) 
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(…) 

 

 

Según lo informa la A quo en el auto que desata la solicitud de nulidad y el 

recurso de reposición, la comunicación dirigida al correo info@mmotorin.com 

no pudo ser entregada, sin embargo, la remitida al correo 

mmotorin@hotmail.com, fue recibida correctamente, conforme se evidencia 

en constancia de entrega adjunta: 

(…) 

mailto:info@mmotorin.com
mailto:mmotorin@hotmail.com
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(…) 

 

Dirección de correo electrónico que se reporta en el certificado de existencia 

y representación legal de la sociedad MMOTORIN DE COLOMBIA S.A.S., 

para efecto de notificaciones, que cuenta además con la autorización para 

recibir notificaciones personales, conforme a los artículos 291 del C.G.P. y 67 

de CPACA como se advierte en pantallazo adjunto: 

(…) 
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(…) 

 

Y es que la misma Entidad demandada, a través de su apoderada judicial, en 

los escritos de nulidad y recursos presentados (págs. 67 y 80), asevera y 

corrobora que, la dirección de correo electrónico para efectos de notificación, 

son los que reposan en el certificado de existencia y representación legal. 

Veamos: 

 
(…) 

 

(…) 
 

Tan es así que, el auto que fija fecha para la celebración de la audiencia del 

artículo 77 del CPTSS, modificado por el artículo 39 de la Ley 712 de 2001, 

fue notificado a las direcciones de correo electrónico de la sociedad antes 

aludidas, mediante correo remitido el 09 de marzo de 2021 (ver pantallazo 

adjunto) y, al día siguiente, se allegó por la demandada los escritos de nulidad 

y recurso, de donde deviene que, la notificación se practicó en debida forma. 

(…) 

 
(…) 
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En este orden de ideas, verificadas las actuaciones surtidas al interior del 

proceso, se evidencia claramente que, la notificación personal de MMOTORIN 

DE COLOMBIA S.A.S., se surtió debidamente en los términos del artículo 8° 

del Decreto 806 de 2020 -vigente para la época-, como bien lo señala la juez de 

instancia, sin que dicha sociedad hubiese dado contestación a la demanda 

dentro del término de traslado. La norma en cita prevé: 

 
<…Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban 
hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la 
providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio 
que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del 
envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban 
entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio.  
 

El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá 
prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la 
obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, particularmente las 
comunicaciones remitidas a la persona por notificar.  
 

La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días 
hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a 
partir del día siguiente al de la notificación.  
 

Para los fines de esta norma se podrán implementar o utilizar sistemas de 
confirmación del recibo de los correos electrónicos o mensajes de datos.  
 

Cuando exista discrepancia sobre la forma en que se practicó la notificación, la 
parte que se considere afectada deberá manifestar bajo la gravedad del 
juramento, al solicitar la declaratoria de nulidad de lo actuado, que no se enteró 
de la providencia, además de cumplir con lo dispuesto en los artículos 132 a 
138 del Código General del Proceso.  
 

Parágrafo 1. Lo previsto en este artículo se aplicará cualquiera sea la 
naturaleza de la actuación, incluidas las pruebas extraprocesales o del proceso, 
sea este declarativo, declarativo especial, monitorio, ejecutivo o cualquiera otro.  
 

Parágrafo 2. La autoridad judicial, de oficio o a petición de parte, podrá solicitar 
información de las direcciones electrónicas o sitios de la parte por notificar que 
estén en las Cámaras de Comercio, superintendencias, entidades públicas o 
privadas, o utilizar aquellas que estén informadas en páginas Web o en redes' 
sociales…= 

 

De otro lado, cabe resaltar que, de conformidad con lo preceptuado por la 

Constitución Política en sus artículos 13, 29, 228 y 229, los términos 

procesales son perentorios para las partes, esto es, improrrogables y, es por 

ello que, para el caso en particular, el legislador impone como deber mínimo 

del litigante diligente, que presente la contestación dentro del término previsto 

por el artículo 74 del CPSTT, modificado por el artículo 38 de la Ley 712 de 

2001, el cual se itera, es preclusivo y se torna improrrogable, lo que no ocurrió 

en este asunto. De tal manera que, la presentación de determinada actuación 
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una vez vencido el término legalmente dispuesto para ello por el indebido 

cumplimiento de las cargas procesales, extingue la posibilidad de las partes 

de lograr la misma consecuencia procesal que hubiesen obtenido en caso de 

haberla efectuado en tiempo y con el lleno de los requisitos legales. 

 
Así las cosas, al verificarse que, el correo electrónico contentivo de la 

comunicación con la cual se surtió el traslado de la demanda a MMOTORIN 

DE COLOMBIA S.A.S., se remitió el día 19 de enero de 2021 y, fue recibido 

por el destinatario, acorde con la norma en cita, se tiene que, la notificación 

personal se entiende surtida trascurridos dos (2) días, en este caso los días 

20 y 21 de enero, por lo que, el término de los diez (10) días empezó a correr 

el día 22 de enero de 2021, siendo el último día del traslado el 04 de febrero 

de ese año, sin que se avizore escrito de contestación, lo que impone la 

consecuencia establecida en el auto interlocutorio 538 del 08 de marzo de 

2021, que no es otra que tener por no contestada la demanda, imponiéndose 

la confirmación del aludido proveído. 

 

Y finalmente, como bien lo refiere la recurrente, el artículo 6° del Decreto 806 

de 2020 establecía que el demandante, al presentar la demanda, 

simultáneamente debía enviar por medio electrónico copia de ella y de sus 

anexos a la parte demandada, pero lo cierto es que, tal situación conllevaría 

a la inadmisión de la demanda. 

 

Con todo, con los anexos de la demanda se advierte que, la parte actora envío 

el traslado de la demanda y anexos al correo info@mmorotin.com, el día 01 

de octubre de 2020 y, además, se verificó que la juez de instancia surtió la 

notificación al correo electrónico que reposa en el certificado de Cámara de 

Comercio mmotorin@hotmail.com, como se estableció en líneas precedentes, 

entendiéndose que la notificación del auto admisorio de la demanda se surtió 

en los términos de ley, debiéndose recalcar que, el uso de las TIC no excluye 

la obligación de acudir presencialmente, más aún cuando se envió la citación 

en debida forma. 

 
En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley,  

 
 

mailto:info@mmorotin.com
mailto:mmotorin@hotmail.com
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R E S U E L V E: 
 
PRIMERO: CONFIRMAR el numeral 1° del auto 538 del 08 de marzo de 2021 

proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cali, que tuvo por no 

contestada la demanda por parte de MMOTORIN DE COLOMBIA S.A.S., por 

las razones expuestas. 

 
SEGUNDO: COSTAS en esta instancia a cargo de la demandada, apelante 

infructuosa y, en favor del actor. Se fijan agencias en derecho en $1.000.000. 

 

TERCERO: DEVOLVER las actuaciones virtuales al juzgado de origen, previa 

anotación de su salida en el libro radicador.  

 
NOTIFÍQUESE. 

 

(firma electrónica) 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

Magistrada Ponente 
 

 
 
 

LUIS GABRIEL MORENO LOVERA 
Magistrado 

 
 

CARLOS ALBERTO OLIVER GALÉ 
Magistrado 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL. 

 
MAGISTRADA PONENTE: DRA. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

 
REF: PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  

DEMANDANTE: LUIS FABIO QUESADA 
DEMANDADO: COLPENSIONES 

RADICACIÓN: 760013105 005 2018 00606 01 

 

Santiago de Cali, veintiocho (28) de abril del año dos mil veintitrés (2023). 

 
AUTO NÚMERO 323 

 
Resuelve el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial 

del demandante contra el auto interlocutorio 2900 dictado en audiencia pública 

del 07 de octubre de 2022 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali, 

mediante el cual, entre otras cosas, dispuso negar el decreto y la práctica  de 

la prueba testimonial solicitada por las partes, ello con base en la ponencia 

discutida y aprobada en Sala de Decisión llevada a cabo el 12 de abril de 2023, 

celebrada como consta en el Acta No 21, tal como lo regulan los artículos 54 

a 56 de la ley 270 de 1996. 

 

ANTECEDENTES 
 

Las pretensiones del actor en esta causa están orientadas a obtener de la 

jurisdicción una declaración de condena contra la entidad convocada 

Colpensiones, por el reconocimiento y pago de lo siguiente -expediente digital, 

archivo: 01Expediente (pág. 26)-: 
 

 

 

 



 

 

ORDINARIO DE LUIS FABIO QUESADA VS COLPENSIONES 

RAD. 7600131 05 005 2018 00606 01 

 

MP. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

2 

Como sustento de sus pretensiones, plantea el demandante que, el ISS hoy 

Colpensiones le reconoció pensión de vejez por resolución del 05 de julio de 

1995, como beneficiario del régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 

de 1993, en concordancia con el Acuerdo 049 de 1990. Agrega que, convive 

en unión marital de hecho con la señora Rosalba González Valencia desde 

hace más de 22 años, quien depende económicamente de él pues le sufraga 

los gastos de alimentación, vestuario, salud, recreación, entre otros. Y que, el 

12 de abril de 2018 solicitó a la demanda el reconocimiento del incremento 

pensional por persona a cargo, negados por resolución del 02 de mayo de ese 

año, encontrándose agotada la reclamación administrativa. 

 

En lo que interesa a este asunto, se tiene que, la parte demandante solicitó en 

el líbelo introductor varios medios de prueba, entre ellos, la siguiente prueba 

testimonial -ib. (pág. 27)-: 

 

 

 
Colpensiones, por su parte, al dar respuesta a la acción, se opuso a las 

pretensiones de la demanda, señalando que, el actor no tiene derecho a los 

pretendidos incrementos pensionales, en tanto que, estos hacen parte de una 

prestación diferente a la pensión de vejez y, en tal sentido, no es un beneficio 

que conservó el régimen de transición. 

 
DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA (AUTO APELADO) 

 
La A quo, por auto interlocutorio 2900 dictado en audiencia pública del 07 de 

octubre de 2022, decretó las pruebas solicitadas por las partes, excepto la 

testimonial por considerarla innecesaria. Expresamente señaló 

https://playback.lifesize.com/#/publicvideo/be9e45b8-763e-4d23-a354-35c211fec0ce?vcpubtoken=9fcf9e29-2eea-

46c7-b477-bc9310358408: 

 
<…TESTIMONIALES: por el sentido del fallo, esta operadora judicial se 
abstiene de tomar los testimonios…= 

 

https://playback.lifesize.com/#/publicvideo/be9e45b8-763e-4d23-a354-35c211fec0ce?vcpubtoken=9fcf9e29-2eea-46c7-b477-bc9310358408
https://playback.lifesize.com/#/publicvideo/be9e45b8-763e-4d23-a354-35c211fec0ce?vcpubtoken=9fcf9e29-2eea-46c7-b477-bc9310358408
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APELACIÓN 

 

El anterior proveído fue recurrido en reposición y apelación por el apoderado 

judicial de la parte demandante, señalando expresamente que, <…dada la 

demora en la que hemos incurrido con este proceso, radicación de 2018 y, 

previamente ya en la diligencia anterior se había solicitado a través de recurso 

de apelación que se agotara el decreto y la práctica de las pruebas 

testimoniales, le solicito por favor reconsidere tomar los testimonios, pese a 

conocer de que el despacho pueda tener una línea sentada respecto al fallo…= 

 

La A quo por auto decide no reponer el proveído, reiterando argumento 

referido a que, ya tiene el sentido del fallo para no decretar la prueba 

testimonial, porque existe una jurisprudencia unificada de la Corte 

Constitucional. En el efecto suspensivo, concede la apelación. 

 

ALEGATOS SEGUNDA INSTANCIA 

 

Mediante providencia del 03 de marzo de 2023, el Despacho ordenó correr 

traslado a las partes para que presentaran alegatos de conclusión, tal como lo 

dispone la Ley 2213 de 2022. 

 

La apoderada de la parte demandada alegó de conclusión, señalando que, su 

representada COLPENSIONES no puede hacer otra cosa que ajustarse 

plenamente a la ley, en todas las actuaciones administrativas, y en el caso 

concreto del actor se ciñó de manera rigurosa, exacta y correcta a las 

disposiciones constitucionales, legales y a los reglamentos de la Institución. 

La parte actora guardó silencio. 

 
DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

 
Cumplidos los trámites propios de la segunda instancia, sin que se observen 

vicios que puedan afectar la validez de lo actuado, es procedente entrar a 

decidir el asunto lo que se hace previas las siguientes… 

 
C O N S I D E R A C I O N E S: 
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El auto que niega el decreto o la práctica de una prueba es susceptible de 

apelación, a la voz del numeral 4° del artículo 65 del CPTSS, modificado por 

el artículo 29 de la Ley 712 de 2001. 

 
La Sala sólo se referirá a los puntos de inconformidad relacionados en la 

apelación, en cumplimiento del principio de consonancia consagrado en el 

artículo 66A del CPTSS. 

 
PROBLEMA JURÍDICO 
 
El problema jurídico a resolver por la Sala se concreta en determinar si, se 

ajusta a derecho la decisión de primera instancia de abstenerse de decretar 

la práctica de la prueba testimonial solicitada por la parte actora o sí, por el 

contrario, le asiste razón al recurrente. 

 
DE LOS MEDIOS DE PRUEBA, TESTIMONIALES 

 
Sabido es que, conforme al artículo 77 del CPTSS, modificado por el artículo 

11 de la Ley 1149 de 2007, referido a la audiencia de conciliación, decisión de 

excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio, el parágrafo 1º 

contempla el procedimiento a seguir cuando fracasa la conciliación, y en su 

numeral 4º señala que, a continuación y, en audiencia de trámite el juez 

decretará las pruebas que fueren <conducentes y necesarias=, las que se 

practicarán en el día y hora que se determine para el efecto, a voces de lo 

consagrado en el artículo 80 ibídem. 

 
Con fundamento en este precepto legal, la Sala de Casación laboral de la 

Corte Suprema de Justicia, de vieja data, en sentencia del 29 de enero de 

1997, expediente 9197, señaló: <(...) a juicio de la Sala, cuando la ley indica 

práctica de pruebas, debe entenderse que ellas comprenden <todos los 
medios de prueba establecidos en la ley= (Art. 51 del C. de. P. L.), ya sean 

documentos, testimonios, interrogatorios de parte, dictámenes periciales, 

inspecciones judiciales, etc.=; criterio reiterado en sentencia del 13 de 

septiembre de 2006, MP. Dr. Carlos Isaac Nader, radicación 29328. 

 
A su vez, el artículo 51 ibídem, señala que, <Son admisibles todos los 

medios de prueba establecidos en la ley= y, el artículo 53 del mismo canon, 

prevé que, <el juez podrá, en decisión motivada=, rechazar la práctica de 

pruebas y diligencias <inconducentes o superfluas= en relación con el 
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objeto del pleito, limitando la prueba testimonial cuando considere que son 

suficientes los testimonios recibidos o los otros medios de convicción que 

obren en el proceso, sin perjuicio de sus facultades oficiosas para decretar 

aquellas no pedidas cuando sean indispensables para el completo 

esclarecimiento de los hechos controvertidos –artículo 54 ib.-, o de disponer 

la práctica de inspección judicial cuando se presenten graves y fundados 

motivos o para aclarar hechos dudosos –artículo 55 ib.-. También las partes 

pueden pedir la exhibición de documentos en forma conjunta o separada de 

la inspección judicial, así lo señala el artículo 54-B incorporado al 

procedimiento laboral por el artículo 25 de la Ley 712 de 2001. 

 
Sobre los medios de prueba, prevé el artículo 65 del C.G.P., aplicable por 

analogía en virtud del artículo 145 del CPTSS, lo siguiente:  

 

<…Son medios de prueba la declaración de parte, la confesión, el juramento, el 
testimonio de terceros, el dictamen pericial, la inspección judicial, los 
documentos, los indicios, los informes y cualesquiera otros medios que sean 
útiles para la formación del convencimiento del juez. 
 

El juez practicará las pruebas no previstas en este código de acuerdo con las 
disposiciones que regulen medios semejantes o según su prudente juicio, 
preservando los principios y garantías constitucionales…= 

 

Por su parte la Corte Constitucional en sentencia C-782 de 2005 M.P. Alfredo 

Beltrán Sierra al respecto se indicó <El testimonio en sentido amplio, es toda 

declaración de ciencia o conocimiento que sobre hechos que interesan al proceso se 

realiza por una persona. Así entendido, conforme a la doctrina universal en materia 

probatoria esta prueba personal, incluye entre sus especies: la confesión y el 

testimonio de terceros. Nuestra legislación, siempre ha establecido diferencias entre 

las dos, pues mientras la confesión implica la aceptación de hechos por quien es 

parte en el proceso y de la cual se derivan consecuencias jurídicas desfavorables, el 

testimonio en sentido estricto, es la declaración de un tercero sobre hechos de los 

cuales tiene conocimiento y cuya fijación se requiere en el proceso.=   

 
CASO EN CONCRETO 

 
Como bien se indicó en líneas precedentes, lo pretendido en este asunto es el 

reconocimiento y pago del incremento pensional del 14% por persona a cargo, 

prestación contemplada en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado 

por el Decreto 758 del mismo año, normatividad que, exige se acredite la 

dependencia económica de la cónyuge o compañera permanente respecto del 

pensionado para la concesión de tal beneficio. 
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Para tal efecto, la parte actora solicitó como prueba se escucharan los 

testimonios de los señores FERNANDO CHAMORRO GÓMEZ y RUTH 

RAMÍREZ, quienes declararían sobre la convivencia entre el pensionado y su 

cónyuge, así como también sobre la dependencia económica de ésta respecto 

del primero. 

 
La A quo, en la etapa del decreto de pruebas, por auto 2900 del 07 de octubre 

de 2022, se abstuvo de decretar la prueba testimonial pedida tanto por la parte 

actora como por la demandada, argumentando que ya tenía el sentido del fallo, 

lo cual reiteró al momento de resolver le recurso de reposición interpuesto por 

el apoderado judicial del demandante, agregando que, existe una 

jurisprudencia unificada de la Corte Constitucional frente al asunto debatido. 

 

Es de conocimiento público que, la Corte Constitucional en sentencia de 

unificación SU 140 de 2019, a la que hace referencia la juez de primera 

instancia en su decisión, frente a los aludidos incrementos pensionales, 

concluyó que, <…salvo que se trate de derechos adquiridos antes de la 

expedición de la Ley 100 de 1993, el derecho a los incrementos 

pensionales que previó el artículo 21 del Decreto 758 de 1990 

desapareció del ordenamiento jurídico por virtud de su derogatoria 

orgánica; todo ello, sin perjuicio de que de todos modos tales incrementos 

resultarían incompatibles con el artículo 48 de la Carta Política luego de que 

éste fuera reformado por el Acto legislativo 01 de 2015…=. 

 

Así las cosas, verificada la prueba documental arrimada al informativo, 

encuentra la Sala que, al actor se le reconoció la pensión de vejez como 

beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 

de 1993, en tanto que, causó su derecho el 05 de mayo de 1995 (para cuando 

cumple los 60 años de edad, nació el 05 de mayo de 1935) y, en tal sentido, la 

prestación no se le reconoció por aplicación directa del Decreto 758 de 1990, 

por lo que, en su caso no era un derecho adquirido el beneficio del incremento 

pensional por persona a cargo, aplicando la derogatoria orgánica a que hace 

alusión la Alta Corporación Constitucional. 

 

Así pues, verificado el objeto de la demanda y las pruebas aportadas, la decisión 

de la A quo de abstenerse de decretar la prueba testimonial solicitada por la 

parte actora encuentra soporte en la principio de celeridad y, es que, en 
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aplicación de la sentencia de unificación arriba referenciada en la que se 

unificó la posición frente a los aludidos incrementos, existe una tesis 

decantada para determinar el sentido del fallo, por lo que, por economía 

procesal, se ajusta a derecho la decisión de no practicar las declaraciones por 

considerarse en este caso <inconducentes o superfluas=, cumpliéndose de esta 

forma los presupuestos del artículo 53 del CPTSS, para rechazar la práctica 

de dicha prueba, sin perjuicio de que el a quo la decrete de oficio, en el 

momento que lo observe pertinente. 

 

En conclusión, para la Sala, resulta pertinente la decisión de la A quo de negar 

la práctica de la prueba testimonial, conforme a lo dispuesto en el citado 

artículo 53 del CPTSS, que le permite al juez rechazar mediante providencia 

motivada la práctica de pruebas y diligencias inconducentes o superfluas en 

relación con el objeto del pleito, máxime que, éste cuenta con facultades 

oficiosas que lo acompañan a lo largo del proceso si considera que requiere 

otras pruebas para llegar a la verdad real –artículos 54 y 55 ibidem- y, en este 

sentido, los argumentos de la apelación no están llamados a la prosperidad, 

imponiéndose la confirmación del auto apelado. 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley,  

 
R E S U E L V E: 
 
PRIMERO: CONFIRMAR el auto 2900 del 07 de octubre de 2022, proferido 

por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali, en cuanto a que, negó la 

prueba testimonial solicitada por la parte demandante, por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: COSTAS en esta instancia a cargo del actor, apelante 

infructuoso, y en favor de la demandada. Se fijan como agencias en derecho 

la suma de $300.000. 

 

TERCERO: DEVUELVÁNSE las diligencias al Juzgado de conocimiento, 

previa anotación de su salida. 

 
NOTIFÍQUESE. 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 
 

MAGISTRADA PONENTE: DRA. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 
 

REF: PROCESO EJECUTIVO LABORAL 
EJECUTANTE: SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A.    
EJECUTADO: J.H.B. INGENIERÍA-IMPORTADORA &  

COMERCIALIZADORA TÉCNICA S. EN C. 
RADICACIÓN: 760013105 016 2019 00526 01 

 
Santiago de Cali, veintiocho (28) de abril del año dos mil veintitrés (2023). 

 
AUTO NÚMERO 322 

 

Resuelve el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por el apoderado 

judicial de la ejecutante PORVENIR S.A., contra el auto interlocutorio No. 283 

de 17 de febrero de 2020, proferido por el Juzgado Dieciséis Laboral del 

Circuito de Cali, por medio del cual se abstuvo de librar mandamiento de pago, 

ello dentro del proceso ejecutivo instaurado por la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PORVENIR S.A. contra J.H.B. INGENIERÍA-IMPORTADORA & 

COMERCIALIZADORA TÉCNICA S. EN C., de radicación 760013105 016 

2019 00526 01. Lo anterior, con base en la ponencia discutida y aprobada en 

Sala de Decisión llevada a cabo el 23 de marzo de 2023, celebrada como 

consta en el Acta No 18, tal como lo regulan los artículos 54 a 56 de la ley 270 

de 1996. 

 
ANTECEDENTES 

 
La parte ejecutante presentó demanda ejecutiva solicitando se libre 

mandamiento de pago en contra de la sociedad ejecutada, en los siguientes 

términos: 

(…) 
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(…) 

 

Como situación fáctica, plantea la parte ejecutante que, la sociedad ejecutada 

no ha cumplido con la obligación consagrada en el artículo 22 de la Ley 100 

de 1993, al dejar de efectuar el pago de los aportes de sus trabajadores 

afiliados al Fondo de Pensiones, correspondiente a los periodos discriminados 

en el título ejecutivo base del recaudo, constituyéndose de esta forma en mora 

en el pago de las obligaciones a su cargo. 
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Agrega que, se adelantaron las gestiones de cobro pre jurídicas, requiriendo a 

la ejecutada para el pago de los periodos insolutos por la suma de 

$12.348.972, cotizaciones obligatorias comprendidas entre agosto de 2007 y 

marzo de 2018, ello mediante comunicación del 05 de julio de 2019, remitida 

a la dirección de notificación registrada en el Sistema y, a pesar de la gestión 

de cobro adelantada, el empleador continúa renuente al cumplimiento de la 

obligación por los periodos pendientes de pago. 

 

PROVIDENCIA APELADA 

 

El Juzgado Dieciséis Laboral del Circuito de Cali, por auto interlocutorio 00283 

del 17 de febrero de 2020, notificado por estado el 28 del mismo mes y año, 

resolvió (fls. 34 a 36, expediente virtual): 

 
(…) 

 

 

(…) 

 

Lo anterior, tras considerar la A quo que, si bien el ejecutante remitió 

comunicación al demandado en julio de 2019 informándole acerca de la mora 

en el pago de los aportes de sus trabajadores con el anexo del detalle de la 

deuda, cumpliéndose el requisito del Decreto 2633 de 1994, lo cierto es que, 

no se observan las exigencias de la resolución expedida por la UGPP, con 

base en una ley posterior -Ley 1607 de 2012-, en la que, se aumentan los 

requisitos, ya que se debe contactar nuevamente al empleador moroso 

después de la creación para poder iniciar válidamente la acción judicial, como 

lo dispone el artículo 13 de la mentada resolución y, así configurar el título 

complejo. 
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APELACIÓN 
 
El apoderado judicial de la parte ejecutante interpuso recurso de apelación, 

argumentando en síntesis que, difiere de la decisión adoptada por la A quo de 

rechazar la demanda de plano sin antes inadmitirla, para dar la oportunidad de 

que se acredite el cumplimiento de los requisitos legales que exige la UGPP 

para poder iniciar el cobro.  

 

Señala que, si bien es cierto la ley exige para iniciar el cobro de los aportes a 

pensión que solo se aporte el título ejecutivo complejo constituido, esto es el 

requerimiento y la liquidación judicial de aportes que basta para determinar el 

cumplimiento de la norma, también lo es que, la AFP se acoge a los 

lineamientos de cobro que exige la UGPP, requisitos que se agotaron de 

manera sistemática con anterioridad a la constitución del título complejo y no 

se adjuntaron por no haber sido solicitados nunca por otros despachos 

judiciales, lo cual constituye un retroceso en la administración de justicia y 

genera congestión judicial. 

 

Agrega que, se dio cumplimiento a lo previsto en el artículo 2° del Decreto  

2633 de 1994, enviándose el requerimiento al empleador moroso el 06 de 

febrero de 2019 y, pasados 15 días, como no efectuó pronunciamiento, se 

procedió a la elaboración de la liquidación el día 28 de febrero de ese año, por 

lo que, como Administradora se constituyó el título ejecutivo, prerrequisito para 

realizar los contactos1 a que se refiere el artículo 12 de la Resolución 2082 de 

2016, los que efectivamente se realizaron los días 08 de marzo de 2019 y 03 

de abril de ese mismo año, agotándose así las acciones persuasivas. 

 

Concluye señalando que, en cumplimiento de la aludida resolución la 

administradora constituyó nuevamente el título ejecutivo mediante 

requerimiento enviado el 05 de julio de 2019 y, se procedió a elaborar la 

liquidación el 27 de agosto de ese año, documentos que reposan en los anexos 

de la demanda, por lo que, se ha cumplido con todos los lineamientos 

 

1 ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras constituyan el título que presta mérito 

ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince 
(15) días calendario siguientes a la constitución 1 firmeza del título ejecutivo, según el caso, y el segundo, dentro de 
los treinta (30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y cinco 
(45) días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el Anexo Técnico Capítulo 3. 
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establecidos por la UGPP y la ley, solicitando se revoque el auto apelado y, en 

su lugar, se ordene librar mandamiento de pago. 

 

ALEGATOS SEGUNDA INSTANCIA 

 

Mediante providencia del 10 de septiembre de 2021, el Despacho ordenó 

correr traslado a las partes para que presentaran alegatos de conclusión, tal 

como lo dispone el Decreto 806 de 2020, vigente para la época, sin embargo, 

las partes guardaron silencio. 

 

DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Cumplidos los trámites propios de la segunda instancia, sin que se observen 

vicios que puedan afectar la validez de lo actuado, es procedente entrar a 

decidir el asunto lo que se hace previas las siguientes: 

 
C O N S I D E R A C I O N E S: 

 
 

PROCEDENCIA DE LA APELACIÓN 
 
El auto que decide sobre el mandamiento de pago en el proceso ejecutivo es 

susceptible de apelación, conforme a lo previsto en el artículo 65, numeral 8° 

del CPTSS. 

 
PRINCIPIO DE CONSONANCIA 
 
Por el principio de consonancia establecido en el artículo 66A del CPTSS, el 

cual prevé que <La sentencia de segunda instancia, así como la decisión de 

autos apelados, deberá estar en consonancia con las materias objeto del 

recurso de apelación=, la Sala solo se referirá a los motivos de inconformidad 

expuestos en la alzada. 

 
 
PROBLEMA JURÍDICO 

 
El problema jurídico a resolver por la Sala se concreta en determinar si, se 

ajusta a derecho la decisión adoptada por la juez de instancia de abstenerse 
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de librar mandamiento de pago ejecutivo o si, por el contrario, le asiste razón 

a la parte ejecutante recurrente. 

 
NORMATIVIDAD APLICABLE 
 
El artículo 100 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 

indica lo siguiente: 

 

<ARTICULO 100. PROCEDENCIA DE LA EJECUCIÓN. Será exigible 
ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 
de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de 
su causante o que emane de una decisión judicial o arbitral firme. 

Cuando de fallos judiciales o laudos arbitrales se desprendan obligaciones 
distintas de las de entregar sumas de dinero, la parte interesada podrá pedir 
su cumplimiento por la vía ejecutiva de que trata este Capítulo, ajustándose 
en lo posible a la forma prescrita en los artículos 987 y siguientes del Código 
Judicial, según sea el caso.= 

 

Por su parte, indica el artículo 422 del C.G.P., señala: 

 
<TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra 
él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o 
tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las 
providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o 
señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos 
que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no 
constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto 
en el artículo 184.= 

 

En tal sentido, una obligación es expresa cuando aparece completamente 

delimitada, es decir, en forma explícita e inequívoca en el título ejecutivo. Se 

entiende por clara, cuando los elementos constitutivos de la obligación, 

sujetos, objeto y causa figuran totalmente determinados en documento que 

sirve de recaudo ejecutivo. Y es exigible, cuando la obligación está sujeta a 

plazo o a condición, y se venció el primero o se cumplió la segunda, ora, 

cuando la obligación es pura y simple, en cuyo caso la obligación es exigible 

de manera inmediata. 

 

Ahora bien, los artículos 23 y 24 de la Ley 100 de 1993, aplicables al caso, 

prevén: 
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<Artículo 23. Los aportes que no se consignen dentro de los plazos 
señalados para el efecto, generarán un interés moratorio a cargo del 
empleador, igual al que rige para el impuesto sobre la renta y 
complementarios. Estos intereses se abonarán en el fondo de reparto 
correspondiente o en las cuentas individuales de ahorro pensional de los 
respectivos afiliados, según sea el caso. (…)= 
 
Artículo 24. Corresponde a las entidades administradoras de los 
diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del 
incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la 
liquidación mediante la cual la administradora determine el valor 
adeudado, prestará mérito ejecutivo.= [Lo destacado fuera del texto] 

 
El literal h) del artículo 14 del Decreto 656 del 24 de marzo de 1994 establece 

que <(…) Las cuentas de cobro que elaboren las administradoras por las 

sumas que se encuentren en mora prestarán mérito ejecutivo.= 

 

En este orden de ideas, advierte la Sala que, nos encontramos frente a un 

título ejecutivo complejo, el cual se conforma por un conjunto de documentos, 

como pueden ser los contratos de trabajo, el formulario de afiliación y las 

constancias de cumplimiento, siendo responsabilidad del acreedor aportar 

dichos documentos. 

 
 
CASO EN CONCRETO 
 
 
Inicialmente, cumple advertir que la juez de instancia en la decisión objeto de 

alzada admite que la sociedad hoy ejecutante PORVENIR S.A., dio cabal 

cumplimiento a las disposiciones aplicables en lo que tiene que ver con los 

requerimientos y cobro jurídico, en la forma y términos previstos en el artículo 

24 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 5° del Decreto 2633 de 1994; no 

obstante, aduce que, no se cumplieron los presupuestos exigidos para 

conformar el título ejecutivo complejo, en tanto arguye, que no se observan 

las exigencias establecidas en la Resolución 444 de 2013 de la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales 

de la Protección Social - UGPP, subrogada por la Resolución 2082 de 2016, 

expedidas con base en lo ordenado en la Ley 1607 de 2012, que establecen 

otros requisitos para la conformación del título. 
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Resulta pertinente recordar, como se estableció en líneas precedentes que, 

las acciones de cobro de las cotizaciones al sistema general de pensiones se 

encuentran establecidas en el artículo 24 de la Ley 100 del año 1993. Y, 

referente a lo debatido en el presente caso, la constitución en mora, así como 

el procedimiento para el mismo, es un requisito establecido en el Decreto 2633 

del año 1994, específicamente en sus artículos 2° y 5°, que indican: 

 

<Artículo 2° Del Procedimiento para Constituir en Mora al Empleador. Vencidos 
los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de 
los empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 
empleador moroso lo requerirá, si dentro de los quince (15) días siguientes a 
dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a 
elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con 
lo establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 

(…) 

Artículo 5° Del Cobro por Vía Ordinaria. En desarrollo del artículo 24 de la Ley 
100 de 1993, las demás entidades administradoras del régimen solidario de 
prima media con prestación definida del sector privado y del régimen de ahorro 
individual con solidaridad adelantarán su correspondiente acción de cobro ante 
la jurisdicción ordinaria, informando a la Superintendencia Bancaria con la 
periodicidad que ésta disponga, con carácter general, sobre los empleadores 
morosos en la consignación oportuna de los aportes, así como la estimación 
de sus cuantías e interés moratorio, con sujeción a lo previsto en el artículo 23 
de la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones concordantes. 

Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas 
por parte de los empleadores, la entidad administradora, mediante 
comunicación dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los 
quince (15) días siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha 
pronunciado, se procederá a elaborar la liquidación, la cual prestará 
mérito ejecutivo de conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la 
Ley 100 de 1993.= 

 

Así pues, se itera, conforme a lo expresado por la A quo, los anteriores 

requisitos sí se cumplieron por parte de la AFP PORVENIR S.A., 

aseveraciones que comparte esta Sala de decisión, en tanto que, se puede 

verificar con los anexos de la demanda la remisión de la misiva con destino a 

la sociedad ejecutada J.H.B. INGENERÍA-IMPORTADORA & 

COMERCIALIZADORA TÉCNICA S. EN C. (fls. 6 a 11, ib.)  Veamos: 

(…) 
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Sin embargo, en criterio de la juez de instancia, adicional a lo establecido en 

las normas citadas, la Entidad ejecutante para constituir el título ejecutivo, 

debía cumplir las exigencias previstas en la resolución expedida por la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales 

de la Protección Social - UGPP, con base en lo ordenado por la Ley 1607 del 

año 2012, en su artículo 178, la cual prevé: 

Artículo 178. Competencia para la determinación y el cobro de las 
contribuciones parafiscales de la protección social. La UGPP será la entidad 
competente para adelantar las acciones de determinación y cobro de las 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, respecto de los omisos e 
inexactos, sin que se requieran actuaciones persuasivas previas por parte de 
las administradoras. 
 
Parágrafo 1°. Las administradoras del Sistema de la Protección Social 
continuarán adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus 
afiliados, para tal efecto las administradoras estarán obligadas a aplicar los 
estándares de procesos que fije la UGPP. La UGPP conserva la facultad de 
adelantar el cobro sobre aquellos casos que considere conveniente adelantarlo 
directamente y de forma preferente, sin que esto implique que las 
administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas legalmente por la 
omisión en el cobro de los aportes. 
 
Parágrafo 2°. La UGPP podrá iniciar las acciones sancionatorias y de 
determinación de las Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, con 
la notificación del Requerimiento de Información o del pliego de cargos, dentro 
de los cinco (5) años siguientes contados a partir de la fecha en que el aportante 
debió declarar y no declaró, declaró por valores inferiores a los legalmente 
establecidos o se configuró el hecho sancionable. En los casos en que se 
presente la declaración de manera extemporánea o se corrija la declaración 
inicialmente presentada, el término de caducidad se contará desde el momento 
de la presentación de la declaración extemporánea o corregida…= 

 

Así mismo, la Resolución 2082 del año 2016, que subroga la Resolución 444 

del año 2013, a la que se hace mención en el auto apelado, prevé en sus 

artículos 11 a 13, lo siguiente: 
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<Artículo 11. Constitución Título Ejecutivo. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) 
meses contados a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste 
mérito ejecutivo sin perjuicio de lo dispuesto en las normas legales aplicables 
al respectivo subsistema. Y para las administradoras públicas, el plazo máximo 
para expedir el acto administrativo que preste mérito ejecutivo, es de seis (6) 
meses. 
 
Artículo 12. Acciones Persuasivas. Una vez las Administradoras constituyan el 
título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos 
veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días 
calendario siguientes a la constitución de firmeza del título ejecutivo, según el 
caso, y el segundo, dentro de los treinta (30) días calendario siguientes a la 
fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y cinco (45) 
días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el Anexo 
Técnico Capítulo 3. 
 
Artículo 13. Acciones Jurídicas. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones 
de cobro coactivo o judicial, según el caso.= 
 

Verificado lo anterior, a criterio de la Sala, la exigencia establecida por la 

juzgadora de instancia no es aplicable en el caso que nos ocupa, dado que, 

si bien el artículo 178 de la Ley 1607 expone que la competencia para la 

determinación y el cobro de las contribuciones parafiscales de la protección 

social corresponde a la UGPP, lo cierto es que, los requisitos adicionales a 

que hace alusión la Resolución 2082 de 2016 deben darse respecto de las 

acciones de cobro que inicie esa misma entidad; aunado a ello, se trata de 

acciones persuasivas, pues, el título ejecutivo fue mencionado en el artículo 

11, sin que se desprenda que la adicional persuasión sea parte del título 

ejecutivo como tal, respecto al cual sólo la ley podría modificar y, no una 

resolución como lo pretende la juzgadora en el auto objeto de alzada. 

 

Lo anterior más si se tiene en cuenta que, el Parágrafo 1° del Artículo 178 en 

cita indica que, <Las administradoras del Sistema de la Protección Social 

continuarán adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus 

afiliados…=; y aun cuando refiere también que <…las administradoras estarán 

obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP.=. Además, indica 

a continuación, que dicha entidad: <…conserva la facultad de adelantar el cobro 

sobre aquellos casos que considere conveniente adelantarlo directamente y de 

forma preferente…=, por lo que, se entiende que los estándares fijados por la 

UGPP se aplican únicamente en el caso en el que ésta intervenga en el cobro 

del pasivo pensional y, no cuando sean directamente las Administradoras de 
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Fondos de Pensiones las que gestionen su recaudo, como lo es el asunto 

traído a estrados. 

 

Así las cosas, considera la Sala que, la sociedad ejecutante PORVENIR S.A. 

cumplió en el presente trámite con los requisitos para la configuración del 

título ejecutivo complejo y, por ende, lo procedente es que se libre el 

mandamiento ejecutivo de pago, motivo por el cual, se revocará la 

providencia apelada, para en su lugar, ordenar a la juez de primera instancia 

adopte los correctivos necesarios para tal fin. 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley,  

 
 

R E S U E L V E: 

 
PRIMERO: REVOCAR el auto interlocutorio 00283 del 17 de febrero de 2020, 

proferido por el Juzgado Dieciséis Laboral del Circuito de Cali y, en su lugar, 

ORDENAR a la A quo que, libre mandamiento ejecutivo de pago en favor de 

la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PORVENIR S.A. y en contra de J.H.B. INGENIERÍA-

IMPORTADORA & COMERCIALIZADORA TÉCNICA S. EN C., de acuerdo 

con los valores reclamados por el citado fondo pensional en su escrito genitor, 

lo anterior conforme a las razones esgrimidas en la parte considerativa del 

presente proveído. 

 
SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 

TERCERO: DEVOLVER el expediente virtual al Juzgado de origen, previa 

anotación de su salida en el libro radicador. 

 
 
NOTIFÍQUESE por ESTADOS electrónicos. 

 

(firma electrónica) 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

Magistrada Ponente 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 
 

MAGISTRADA PONENTE: DRA. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 
 

REF: PROCESO EJECUTIVO LABORAL 
EJECUTANTE: COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS    

EJECUTADO: SERVI COPIADORAS LTDA. 
RADICACIÓN: 760013105 020 2021 00344 01 

 
Santiago de Cali, veintiocho (28) de abril del año dos mil veintitrés (2023). 

 
AUTO NÚMERO 329 

 

Resuelve el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por el apoderado 

judicial de la ejecutante COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, 

contra el auto interlocutorio No. 067 de 14 de febrero de 2022, proferido por el 

Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Cali, por medio del cual se abstuvo de 

librar mandamiento de pago, ello dentro del proceso ejecutivo instaurado por 

COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS contra SERVI COPIADORAS 

LTDA., de radicación 760013105 020 2021 00344 01. Lo anterior, con base en 

la ponencia discutida y aprobada en Sala de Decisión llevada a cabo el 23 de 

marzo de 2023, celebrada como consta en el Acta No 18, tal como lo regulan 

los artículos 54 a 56 de la ley 270 de 1996. 

 
ANTECEDENTES 

 
La parte ejecutante presentó demanda ejecutiva solicitando se libre 

mandamiento de pago en contra de la sociedad ejecutada, en los siguientes 

términos: 

(…) 
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(…) 

 

Como situación fáctica, plantea la parte ejecutante que, la sociedad ejecutada 

presenta mora en el pago de los aportes mensuales correspondientes a la 

cotización por pensión obligatoria de sus trabajadores, junto con sus intereses, 

los cuales ascienden a la suma de $68.490.522, suma que se detalla en los 

estados de deuda anexos a la demanda, que forman parte integral del título 

ejecutivo. 

 

Agrega que, una vez vencidos los plazos para efectuar las consignaciones, se 

realizó un corte de la liquidación al periodo de cotización y se requirió a la 

empresa SERVI COPIADORAS LTDA. mediante comunicación de fecha 29 de 

enero de 2021, anexando los detalles de deuda, requerimiento que fue 

remitido a la dirección CRA. 61 NO. 2A 141 de Cali. 

 

Que la ejecutada no se pronunció dentro de los quince (15) días siguientes a 

dicho requerimiento para la solución definitiva de la deuda de aportes de 

pensión obligatoria y, hasta la fecha, no ha presentado ante el fondo de 

pensiones soportes de pago ni novedades que permitan desvirtuar la deuda, 

como desafiliaciones de retiro de los afiliados, información de traslados o pago 

a otros fondos, como tampoco ha realizado corrección de los datos incluidos 

en la autoliquidación de aportes a pensiones. 

 

Señala que, como consecuencia de lo anterior, la AFP COLFONDOS S.A. 

procedió a elaborar la liquidación, con base en los afiliados y periodos por los 

cuales requirió, la cual presta mérito ejecutivo. 
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PROVIDENCIA APELADA 

 

El Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Cali, por auto interlocutorio 067 del 

14 de febrero de 2022 -archivo: 06AbstienedeLibrarMandamiento, expediente 

digital-, notificado por estado el 16 del mismo mes y año, resolvió:  

 
(…) 

 
(…) 

 

Lo anterior, tras considerar el A quo que, el título ejecutivo para el cobro de los 

aportes parafiscales está compuesto por: (i) la liquidación que presta mérito 

ejecutivo expedida por la Administradora de Pensiones y, (ii) las acciones 

persuasivas que implican requerir al deudor como mínimo dos veces en 

determinados períodos y que, si bien, la parte ejecutante realizó un 

requerimiento a la ejecutada, fechado del 29 de Enero de 2021, y tramitado el 

04 de Febrero de 2021 con resultado <entregado=, lo cierto es que, no se 

acredita que se haya realizado el segundo requerimiento por canales distintos 

al escrito, ni la inobservancia de los términos establecidos tanto para 

constitución del título como para el envío de las comunicaciones, lo anterior 

conforme a los requisitos del requerimiento previo que el anexo técnico de la 

Resolución 2082 de 2016 de la UGPP. Agrega el juez de instancia que, la 

finalidad de la etapa de cobro persuasivo, es obtener el pago voluntario de las 

obligaciones que el empleador adeuda al Sistema, con el fin de evitar las 

acciones judiciales y que, así las cosas, el acatar la ritualidad es lo que 

determina la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de 

claridad, expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los 

aportes parafiscales. 
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APELACIÓN 
 
La apoderada judicial de la parte ejecutante interpuso recurso de reposición y 

en subsidio apelación, argumentando en síntesis que, la decisión de rechazo 

de la demanda se funda en la supuesta inobservancia de los requisitos 

señalados en la Ley 1607 de 2012 y Resolución 2082 de 2016, como también 

en el procedimiento llevado a cabo para el requerimiento según las direcciones 

donde fue remitido el documento y sus momentos de entrega, circunstancias 

frente a las cuales considera que, los requisitos contenidos en la citada 

resolución no están establecidos en la norma que rige el cobro de aportes 

pensionales, pues se trata de un procedimiento pre jurídico de cobro 

persuasivo que legalmente no es exigible, aludiendo además que, para el 

envío del requerimiento no existe un procedimiento específico, siendo deber 

del Juez no imponer a la parte demandante mayores exigencias que las 

contenidas en la ley. 

 

Que al efectuar la interpretación gramatical de los artículos 17, 20, 22, 23 y 24 

de la ley 100 de 1993 y los decretos 656 de 1994, 2633 de 1994, 1161 de 1994 

y 692 de 1994, a través de los cuales se fijan las pautas a seguir por las 

Administradoras de Fondos de Pensiones, para la gestión idónea y oportuna 

de cobro de aportes obligatorios pensionales dejados de cancelar por los 

empleadores y la conformación del denominado título ejecutivo complejo, no 

mencionan estas normas jamás la posibilidad de que esté integrado por 

documentos diferentes al requerimiento efectuado al empleador en mora y la 

liquidación mediante la cual la administradora determina el valor adeudado. 

Así pues, el artículo 5 del Decreto 2633 de 1994, que reglamentó el artículo 24 

de la Ley 100 de 1993, establece que para iniciar el cobro de los aportes en 

mora por parte del empleador se debe mediante comunicación dirigida al 

empleador moroso, requerirlo, si dentro de los quince (15) días siguientes a 

dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a 

elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo, de tal forma que la 

comunicación realizada al deudor moroso y que fue aportada al igual que el 

título está realizada específicamente como lo señala la norma en comento. 

  

Agrega que, conforme al artículo 5° del Decreto 2633 de 1994, la finalidad del 

requerimiento es que el deudor de aportes de pensiones sea informado de la 



 

 

 

REF: PROCESO EJECUTIVO LABORAL DE COLFONDOS S.A. VS SERVI COPIADORAS LTDA. 
RADICACIÓN: 760013105 020 2021 00344 01 

MP. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

5 

deuda previo a la liquidación que presta mérito ejecutivo y por ende a la acción 

ejecutiva que adelante la administradora de pensiones, finalidad que se 

cumplió como se observa con el envío del requerimiento según la guía de 

correo, donde consta que la correspondencia fue remitida y entregada a la 

dirección de destino a nombre de demandada que no es otra que la que reposa 

en el certificado de la Cámara de Comercio. 

  

Señala que, pedir a las AFP que pese haber enviado una comunicación 

poniendo en conocimiento la mora de los aportes a seguridad social, se deba 

volver a enviar un segundo requerimiento cuando ya se ha cumplido con la 

finalidad, sin considerar que en muchos casos se le facilitaría al empleador 

moroso evadir el pago de aportes al Sistema General de la Seguridad Social, 

mediante sencillas maniobras de ocultamiento, clausura o cierre de la 

empresa, para evitar el requerimiento, impidiendo de esta forma ser 

demandado ejecutivamente, situación que iría en detrimento, no solo de la 

existencia y justificación del sistema integral de seguridad social en sí mismo, 

sino también, en detrimento de las pensiones de vejez, invalidez y muerte de 

los trabajadores y en contra vía del mandato constitucional del artículo 48 de 

la C.N. 

 

Arguye que, la Resolución 2082 de 2016 define y determina el objeto y alcance 

de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las 

Administradoras de la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de 

seguimiento y cobro a los aportantes morosos obligados en el pago de las 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, misma que, no se refiere 

a los requisitos para que el título ejecutivo nazca a la vida jurídica, tampoco a 

requisitos nuevos impuestos por esta norma para que la liquidación preste 

merito ejecutivo. Agrega que, lo que la norma refiere son los términos de días 

y meses que se deben cumplir para expedir la liquidación, requisito que hace 

parte de los estándares de las acciones de cobro, que son verificados por la 

UGPP.  

 

Alude que, la obligación de contactar nuevamente al deudor, no se ha 

establecido como requisito para iniciar válidamente la acción judicial, ya que 

considera es un <estándar de cobro persuasivo=, posterior a la existencia del 

título, es decir el título ejecutivo ya existe luego puede procederse al cobro, 
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reiterando que, el titulo ya ha nacido a la vida jurídica, está constituido y tiene 

firmeza, es por esto que lo exigido por el despacho, se contradice con el 

espíritu de la norma pues en realidad la Resolución 2082 de 2016, ni ninguna 

otra norma exige que deba probarse en el ámbito judicial el cumplimiento de 

tales requisitos, ni es condición para que el título tenga fuerza ejecutiva. 

 

Manifiesta que la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP, no es la que 

determina la naturaleza de las obligaciones pensionales ni las obligaciones de 

los empleadores con el sistema general de pensiones, mucho menos la fuerza 

ejecutiva de la liquidación es la ley 100 de 1993 y decretos reglamentarios, 

sino que, lo que hace es establecer los estándares de cobro, que en otras 

palabras son reglas o guías para el cobro de obligaciones contempladas en la 

Ley 100 de 1993 y que evidentemente son de obligatorio cumplimiento, pero 

no pueden confundirse con los requisitos que debe contener el título para exigir 

el cobro de los aportes pensionales ante la jurisdicción ordinaria.  

 

Reitera que, la Resolución 2082 de 2016, de ninguna manera exige nuevos 

requisitos para que la liquidación de los aportes en mora se constituya como 

título ejecutivo, que los estándares están impuestos como un procedimiento 

para el cobro y tiene importancia previa a la constitución del título para obtener 

el pago de los aportes por los términos que deben cumplirse, por lo que, no 

podría dicha resolución como norma de jerarquía inferior imponer nuevos 

requisitos, ni suplir las normas de la ley 100 de 1993, ley estatutaria y de orden 

público y su decreto reglamentario el 2633 de 1994, de donde deriva la 

existencia del título ejecutivo que presentan para obtener el pago de los 

aportes a pensiones adeudados.  

 

Por lo expuesto y, en aplicación de los artículos 4° y 230 de la Carta Política 

que establecen la sujeción de los jueces a la Constitución y a la ley, solicita se 

revoque el auto interlocutorio 067 de febrero 14 de 2022 y, en su lugar, se 

proceda a librar mandamiento de pago en contra de la ejecutada, en los 

términos solicitados en la demanda.  

 
El A quo mediante auto 269 del 17 de febrero de 2023 resolvió el recurso de 

reposición, reiterando los argumentos expuestos al momento de negar el 
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mandamiento de pago y, concedió en el efecto suspensivo el recurso de 

apelación. 

 

ALEGATOS SEGUNDA INSTANCIA 

Mediante providencia del 10 de marzo de 2023, el Despacho ordenó correr 

traslado a las partes para que presentaran alegatos de conclusión, tal como lo 

dispone la Ley 2213 de 2022. 

La apoderada de la parte ejecutante alegó de conclusión, reiterando los 

argumentos de alzada, solicitando se revoque el auto mediante el cual el 

despacho de conocimiento en primera instancia se abstuvo de librar 

mandamiento de pago. 

 
DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

 
Cumplidos los trámites propios de la segunda instancia, sin que se observen 

vicios que puedan afectar la validez de lo actuado, es procedente entrar a 

decidir el asunto lo que se hace previas las siguientes: 

 
C O N S I D E R A C I O N E S: 

 
 

PROCEDENCIA DE LA APELACIÓN 
 
El auto que decide sobre el mandamiento de pago en el proceso ejecutivo es 

susceptible de apelación, conforme a lo previsto en el artículo 65, numeral 8° 

del CPTSS. 

 
PRINCIPIO DE CONSONANCIA 
 
Por el principio de consonancia establecido en el artículo 66A del CPTSS, el 

cual prevé que <La sentencia de segunda instancia, así como la decisión de 

autos apelados, deberá estar en consonancia con las materias objeto del 

recurso de apelación=, la Sala solo se referirá a los motivos de inconformidad 

expuestos en la alzada. 

 
PROBLEMA JURÍDICO 

 
El problema jurídico a resolver por la Sala se concreta en determinar si, se 

ajusta a derecho la decisión adoptada por el juez de instancia de abstenerse 
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de librar mandamiento de pago ejecutivo o si, por el contrario, le asiste razón 

a la parte ejecutante recurrente. 

 
NORMATIVIDAD APLICABLE 
 
El artículo 100 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 

indica lo siguiente: 

 

<ARTICULO 100. PROCEDENCIA DE LA EJECUCIÓN. Será exigible 
ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 
de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de 
su causante o que emane de una decisión judicial o arbitral firme. 

Cuando de fallos judiciales o laudos arbitrales se desprendan obligaciones 
distintas de las de entregar sumas de dinero, la parte interesada podrá pedir 
su cumplimiento por la vía ejecutiva de que trata este Capítulo, ajustándose 
en lo posible a la forma prescrita en los artículos 987 y siguientes del Código 
Judicial, según sea el caso.= 

 

Por su parte, indica el artículo 422 del C.G.P., señala: 

 

<TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra 
él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o 
tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las 
providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o 
señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos 
que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no 
constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto 
en el artículo 184.= 

 

En tal sentido, una obligación es expresa cuando aparece completamente 

delimitada, es decir, en forma explícita e inequívoca en el título ejecutivo. Se 

entiende por clara, cuando los elementos constitutivos de la obligación, 

sujetos, objeto y causa figuran totalmente determinados en documento que 

sirve de recaudo ejecutivo. Y es exigible, cuando la obligación está sujeta a 

plazo o a condición, y se venció el primero o se cumplió la segunda, ora, 

cuando la obligación es pura y simple, en cuyo caso la obligación es exigible 

de manera inmediata. 

 

Ahora bien, los artículos 23 y 24 de la Ley 100 de 1993, aplicables al caso, 

prevén: 

 
<Artículo 23. Los aportes que no se consignen dentro de los plazos 
señalados para el efecto, generarán un interés moratorio a cargo del 
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empleador, igual al que rige para el impuesto sobre la renta y 
complementarios. Estos intereses se abonarán en el fondo de reparto 
correspondiente o en las cuentas individuales de ahorro pensional de los 
respectivos afiliados, según sea el caso. (…)= 
 
Artículo 24. Corresponde a las entidades administradoras de los 
diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del 
incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la 
liquidación mediante la cual la administradora determine el valor 
adeudado, prestará mérito ejecutivo.= [Lo destacado fuera del texto] 
 

El literal h) del artículo 14 del Decreto 656 del 24 de marzo de 1994 establece 

que <(…) Las cuentas de cobro que elaboren las administradoras por las 

sumas que se encuentren en mora prestarán mérito ejecutivo.= 

 

En este orden de ideas, advierte la Sala que, nos encontramos frente a un 

título ejecutivo complejo, el cual se conforma por un conjunto de documentos, 

como pueden ser los contratos de trabajo, el formulario de afiliación y las 

constancias de cumplimiento, siendo responsabilidad del acreedor aportar 

dichos documentos. 

 
 
CASO EN CONCRETO 
 
 
Inicialmente, cumple advertir que el juez de instancia en la decisión objeto de 

alzada admite que la sociedad hoy ejecutante COLFONDOS S.A., dio cabal 

cumplimiento a las disposiciones aplicables en lo que tiene que ver con los 

requerimientos y cobro jurídico, en la forma y términos previstos en el artículo 

24 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 5° del Decreto 2633 de 1994, pues el 

motivo que conllevó a que no se librara el mandamiento de pago ejecutivo, 

obedeció a que la AFP no cumplió el procedimiento establecido en la 

Resolución 2082 de 2016, al señalar que, <…no se acredita haber realizado 

el segundo requerimiento por canales distintos al escrito, ni la inobservancia 

de los términos establecidos tanto para constitución del título como para el 

envío de las comunicaciones, lo anterior conforme a los requisitos del 

requerimiento previo que el anexo técnico de la Resolución 2082 de 2016…=. 

 
Resulta pertinente recordar, como se estableció en líneas precedentes que, 

las acciones de cobro de las cotizaciones al sistema general de pensiones se 

encuentran establecidas en el artículo 24 de la Ley 100 del año 1993. Y, 
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referente a lo debatido en el presente caso, la constitución en mora, así como 

el procedimiento para el mismo, es un requisito establecido en el Decreto 2633 

del año 1994, específicamente en sus artículos 2° y 5°, que indican: 

 

<Artículo 2° Del Procedimiento para Constituir en Mora al Empleador. Vencidos 
los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de 
los empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 
empleador moroso lo requerirá, si dentro de los quince (15) días siguientes a 
dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a 
elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con 
lo establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 

(…) 

Artículo 5° Del Cobro por Vía Ordinaria. En desarrollo del artículo 24 de la Ley 
100 de 1993, las demás entidades administradoras del régimen solidario de 
prima media con prestación definida del sector privado y del régimen de ahorro 
individual con solidaridad adelantarán su correspondiente acción de cobro ante 
la jurisdicción ordinaria, informando a la Superintendencia Bancaria con la 
periodicidad que ésta disponga, con carácter general, sobre los empleadores 
morosos en la consignación oportuna de los aportes, así como la estimación 
de sus cuantías e interés moratorio, con sujeción a lo previsto en el artículo 23 
de la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones concordantes. 

Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas 
por parte de los empleadores, la entidad administradora, mediante 
comunicación dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los 
quince (15) días siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha 
pronunciado, se procederá a elaborar la liquidación, la cual prestará 
mérito ejecutivo de conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la 
Ley 100 de 1993.= 

 

Así pues, se itera, conforme a lo expresado por el A quo, los anteriores 

requisitos sí se cumplieron por parte de la AFP COLFONDOS S.A., 

aseveraciones que comparte esta Sala de decisión, en tanto que, se puede 

verificar con los anexos de la demanda la remisión de la misiva con destino a 

la sociedad ejecutada SERVI COPIADORAS LTDA. -archivo: 04Anexos- 

Veamos: (…) 
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Sin embargo, en criterio del juez de instancia, adicional a lo establecido en 

las normas citadas, la Entidad ejecutante para constituir el título ejecutivo, 

debía cumplir las exigencias previstas en la resolución expedida por la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales 

de la Protección Social - UGPP, con base en lo ordenado por la Ley 1607 del 

año 2012, en su artículo 178, la cual prevé: 

Artículo 178. Competencia para la determinación y el cobro de las 
contribuciones parafiscales de la protección social. La UGPP será la entidad 
competente para adelantar las acciones de determinación y cobro de las 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, respecto de los omisos e 
inexactos, sin que se requieran actuaciones persuasivas previas por parte de 
las administradoras. 
 
Parágrafo 1°. Las administradoras del Sistema de la Protección Social 
continuarán adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus 
afiliados, para tal efecto las administradoras estarán obligadas a aplicar los 
estándares de procesos que fije la UGPP. La UGPP conserva la facultad de 
adelantar el cobro sobre aquellos casos que considere conveniente adelantarlo 
directamente y de forma preferente, sin que esto implique que las 
administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas legalmente por la 
omisión en el cobro de los aportes. 
 
Parágrafo 2°. La UGPP podrá iniciar las acciones sancionatorias y de 
determinación de las Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, con 
la notificación del Requerimiento de Información o del pliego de cargos, dentro 
de los cinco (5) años siguientes contados a partir de la fecha en que el aportante 
debió declarar y no declaró, declaró por valores inferiores a los legalmente 
establecidos o se configuró el hecho sancionable. En los casos en que se 
presente la declaración de manera extemporánea o se corrija la declaración 
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inicialmente presentada, el término de caducidad se contará desde el momento 
de la presentación de la declaración extemporánea o corregida…= 

 

Así mismo, la Resolución 2082 del año 2016, que subroga la Resolución 444 

del año 2013, a la que se hace mención en el auto apelado, prevé en sus 

artículos 11 a 13, lo siguiente: 

 
<Artículo 11. Constitución Título Ejecutivo. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) 
meses contados a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste 
mérito ejecutivo sin perjuicio de lo dispuesto en las normas legales aplicables 
al respectivo subsistema. Y para las administradoras públicas, el plazo máximo 
para expedir el acto administrativo que preste mérito ejecutivo, es de seis (6) 
meses. 
 
Artículo 12. Acciones Persuasivas. Una vez las Administradoras constituyan el 
título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos 
veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días 
calendario siguientes a la constitución de firmeza del título ejecutivo, según el 
caso, y el segundo, dentro de los treinta (30) días calendario siguientes a la 
fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y cinco (45) 
días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el Anexo 
Técnico Capítulo 3. 
 
Artículo 13. Acciones Jurídicas. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones 
de cobro coactivo o judicial, según el caso.= 
 

Verificado lo anterior, a criterio de la Sala, la exigencia establecida por el 

juzgador de instancia no es aplicable en el caso que nos ocupa, dado que, si 

bien el artículo 178 de la Ley 1607 expone que la competencia para la 

determinación y el cobro de las contribuciones parafiscales de la protección 

social corresponde a la UGPP, lo cierto es que, los requisitos adicionales a 

que hace alusión la Resolución 2082 de 2016 deben darse respecto de las 

acciones de cobro que inicie esa misma entidad; aunado a ello, se trata de 

acciones persuasivas, pues, el título ejecutivo fue mencionado en el artículo 

11, sin que se desprenda que la adicional persuasión sea parte del título 

ejecutivo como tal, respecto al cual sólo la ley podría modificar y, no una 

resolución como lo pretende el A quo en el auto objeto de alzada. 

 

Lo anterior más si se tiene en cuenta que, el Parágrafo 1° del Artículo 178 en 

cita indica que, <Las administradoras del Sistema de la Protección Social 

continuarán adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus 

afiliados…=; y aun cuando refiere también que <…las administradoras estarán 
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obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP.=. Además, indica 

a continuación, que dicha entidad: <…conserva la facultad de adelantar el cobro 

sobre aquellos casos que considere conveniente adelantarlo directamente y de 

forma preferente…=, por lo que, se entiende que los estándares fijados por la 

UGPP se aplican únicamente en el caso en el que ésta intervenga en el cobro 

del pasivo pensional y, no cuando sean directamente las Administradoras de 

Fondos de Pensiones las que gestionen su recaudo, como lo es el asunto 

traído a estrados. 

 

Así las cosas, considera la Sala que, la sociedad ejecutante COLFONDOS 

S.A. cumplió en el presente trámite con los requisitos para la configuración 

del título ejecutivo complejo y, por ende, lo procedente es que se libre el 

mandamiento ejecutivo de pago, motivo por el cual, se revocará la 

providencia apelada, para en su lugar, ordenar al juez de primera instancia 

adopte los correctivos necesarios para tal fin. 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley,  

 
 

R E S U E L V E: 

 
PRIMERO: REVOCAR el auto interlocutorio 067 del 14 de febrero de 2022, 

proferido por el Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Cali y, en su lugar, 

ORDENAR al A quo que se libre mandamiento ejecutivo de pago en favor de 

COLFONDOS PENSIONES Y CESANTÍAS S.A. y en contra de SERVI 

COPIADORAS LTDA., de acuerdo con los valores reclamados por el citado 

fondo pensional en su escrito genitor, lo anterior conforme a las razones 

esgrimidas en la parte considerativa del presente proveído. 

 
SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 

TERCERO: DEVOLVER el expediente virtual al Juzgado de origen, previa 

anotación de su salida en el libro radicador. 

 
 
NOTIFÍQUESE por ESTADOS electrónicos. 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 
 

MAGISTRADA PONENTE: DRA. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 
 

REF: PROCESO EJECUTIVO LABORAL 
EJECUTANTE: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PROTECCIÓN S.A.    
EJECUTADO: MARVIS CONSTRUCTORA S.A.S. BIC 

RADICACIÓN: 760013105 020 2022 00225 01 
 

Santiago de Cali, veintiocho (28) de abril del año dos mil veintitrés (2023). 
 

AUTO NÚMERO 325 
 

Resuelve el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por el apoderado 

judicial de la ejecutante ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., contra el auto interlocutorio No. 503 de 03 

de junio de 2022, proferido por el Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Cali, 

por medio del cual se abstuvo de librar mandamiento de pago, ello dentro del 

proceso ejecutivo instaurado por ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. contra MARVIS 

CONSTRUCTORA S.A.S. BIC, de radicación 760013105 020 2022 00225 01. 

Lo anterior, con base en la ponencia discutida y aprobada en Sala de Decisión 

llevada a cabo el 23 de marzo de 2023, celebrada como consta en el Acta No 

18, tal como lo regulan los artículos 54 a 56 de la ley 270 de 1996. 

 
ANTECEDENTES 

 
La parte ejecutante presentó demanda ejecutiva solicitando se libre 

mandamiento de pago en contra de la sociedad ejecutada, en los siguientes 

términos: 

(…) 
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(…) 

 

Como situación fáctica, plantea la parte ejecutante que, la sociedad ejecutada 

se encuentra en mora en el pago de los aportes mensuales correspondientes 

a la cotización por pensión obligatoria de sus trabajadores, habiéndose 

efectuado requerimiento en tal sentido el 25 de abril de 2022, anexándose la 

respectiva liquidación de deuda donde se relacionaban los afiliados y periodos 

adeudados.  

 

Que dicho requerimiento fue dirigido a la dirección registrada en el el Fondo 

de Pensiones como dirección de notificación Judicial, AV 3H N° 50 NORTE – 

45 Cali y, pese a ello, el ejecutado no contestó el requerimiento efectuado 

dentro de los quince (15) días siguientes a su recibo, plazo que se halla 

vencido. 

 

Agrega que, la AFP PROTECCION procedió a elaborar la liquidación para 

adelantar la acción de cobro contra el empleador MARVIS CONSTRUCTORA 

S.A.S. BIC, junto con sus intereses, la cual ascendió a la suma de 

$21.963.573, que se detallan en los estados de deuda anexos a la demanda 

que forma parte integral del Título Ejecutivo.  
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Expresa que, la liquidación presentada contiene una obligación exigible a 

cargo de la empresa MARVIS CONSTRUCTORA S.A.S. BIC, la cual, según el 

artículo 24 de la Ley 100 de 1993 presta mérito ejecutivo  

 
PROVIDENCIA APELADA 

 

El Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Cali, por auto interlocutorio 503 del 

03 de junio de 2022 -archivo: 05AutoNiegaMandamiento, expediente digital-, 

notificado por estado el 06 del mismo mes y año, resolvió:  

 
(…) 

(…) 

 

Lo anterior, tras considerar el A quo que, el título ejecutivo para el cobro de los 

aportes parafiscales está compuesto por: (i) la liquidación que presta mérito 

ejecutivo expedida por la Administradora de Pensiones y, (ii) las acciones 

persuasivas que implican requerir al deudor como mínimo dos veces en 

determinados períodos de tiempo y que, si bien, la parte ejecutante realizó un 

requerimiento a la ejecutada, fechado del 25 de abril de 2022, lo cierto es que, 

no se acredita que se haya realizado el segundo requerimiento por canales 

distintos al escrito, ni la inobservancia de los términos establecidos tanto para 

constitución del título como para el envío de las comunicaciones, lo anterior 

conforme a los requisitos del requerimiento previo que el anexo técnico de la 

Resolución 2082 de 2016 de la UGPP. Agrega el juez de instancia que, la 

finalidad de la etapa de cobro persuasivo, es obtener el pago voluntario de las 

obligaciones que el empleador adeuda al Sistema, con el fin de evitar las 

acciones judiciales y que, así las cosas, el acatar la ritualidad es lo que 

determina la existencia del título ejecutivo complejo, con las características de 

claridad, expresividad y exigibilidad, que se requiere para el cobro de los 

aportes parafiscales. 
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APELACIÓN 
 
La apoderada judicial de la parte ejecutante interpuso recurso de reposición y 

en subsidio apelación, argumentando en síntesis que, la decisión de rechazo 

de la demanda se funda en la supuesta inobservancia de los requisitos 

señalados en la Ley 1607 de 2012 y Resolución 2082 de 2016, como también 

en el procedimiento llevado a cabo para el requerimiento según las direcciones 

donde fue remitido el documento y sus momentos de entrega, circunstancias 

frente a las cuales considera que, los requisitos contenidos en la citada 

resolución no están establecidos en la norma que rige el cobro de aportes 

pensionales, pues se trata de un procedimiento pre jurídico de cobro 

persuasivo que legalmente no es exigible, aludiendo además que, para el 

envío del requerimiento no existe un procedimiento específico, siendo deber 

del Juez no imponer a la parte demandante mayores exigencias que las 

contenidas en la ley. 

 

Que al efectuar la interpretación gramatical de los artículos 17, 20, 22, 23 y 24 

de la ley 100 de 1993 y los decretos 656 de 1994, 2633 de 1994, 1161 de 1994 

y 692 de 1994, a través de los cuales se fijan las pautas a seguir por las 

Administradoras de Fondos de Pensiones, para la gestión idónea y oportuna 

de cobro de aportes obligatorios pensionales dejados de cancelar por los 

empleadores y la conformación del denominado título ejecutivo complejo, no 

mencionan estas normas jamás la posibilidad de que esté conformado o 

integrado por documentos diferentes al requerimiento efectuado al empleador 

en mora y la liquidación mediante la cual la administradora determina el valor 

adeudado. Así pues, el artículo 5 del Decreto 2633 de 1994, que reglamentó 

el artículo 24 de la Ley 100 de 1993, establece que para iniciar el cobro de los 

aportes en mora por parte del empleador se debe mediante comunicación 

dirigida al empleador moroso, requerirlo, si dentro de los quince (15) días 

siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se 

procederá a elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo, de tal 

forma que la comunicación realizada al deudor moroso y que fue aportada al 

igual que el titulo está realizada específicamente como lo señala la norma en 

comento. 
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Agrega que, conforme al artículo 5° del Decreto 2633 de 1994, la finalidad del 

requerimiento es que el deudor de aportes de pensiones sea informado de la 

deuda previo a la liquidación que presta mérito ejecutivo y por ende a la acción 

ejecutiva que adelante la administradora de pensiones, finalidad que se 

cumplió como se observa con el envío del requerimiento según la guía de 

correo, donde consta que la correspondencia fue remitida y entregada a la 

dirección de destino a nombre de demandada que no es otra que la que reposa 

en el certificado de la Cámara de Comercio. 

  

Señala que, pedir a las AFP que pese haber enviado una comunicación 

poniendo en conocimiento la mora de los aportes a seguridad social, se deba 

volver a enviar un segundo requerimiento cuando ya se ha cumplido con la 

finalidad, sin considerar que en muchos casos se le facilitaría al empleador 

moroso evadir el pago de aportes al Sistema General de la Seguridad Social, 

mediante sencillas maniobras de ocultamiento, clausura o cierre de la 

empresa, para evitar el requerimiento, impidiendo de esta forma ser 

demandado ejecutivamente, situación que iría en detrimento, no solo de la 

existencia y justificación del sistema integral de seguridad social en sí mismo, 

sino también, en detrimento de las pensiones de vejez, invalidez y muerte de 

los trabajadores y en contra vía del mandato constitucional del artículo 48 de 

la C.N. 

 

Arguye que, la Resolución 2082 de 2016 define y determina el objeto y alcance 

de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las 

Administradoras de la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de 

seguimiento y cobro a los aportantes morosos obligados en el pago de las 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, misma que, no se refiere 

a los requisitos para que el título ejecutivo nazca a la vida jurídica, tampoco a 

requisitos nuevos impuestos por esta norma para que la liquidación preste 

merito ejecutivo. Agrega que, lo que la norma refiere son los términos de días 

y meses que se deben cumplir para expedir la liquidación, requisito que hace 

parte de los estándares de las acciones de cobro, que son verificados por la 

UGPP.  

 

Alude que, la obligación de contactar nuevamente al deudor, no se ha 

establecido como requisito para iniciar válidamente la acción judicial, ya que 
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considera es un <estándar de cobro persuasivo=, posterior a la existencia del 

título, es decir el título ejecutivo ya existe luego puede procederse al cobro, 

reiterando que, el titulo ya ha nacido a la vida jurídica, está constituido y tiene 

firmeza, es por esto que lo exigido por el despacho, se contradice con el 

espíritu de la norma pues en realidad la Resolución 2082 de 2016 ni ninguna 

otra norma exige que deba probarse en el ámbito judicial el cumplimiento de 

tales requisitos ni es condición para que el titulo tenga fuerza ejecutiva. 

 

Manifiesta que la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP, no es la que 

determina la naturaleza de las obligaciones pensionales ni las obligaciones de 

los empleadores con el sistema general de pensiones, mucho menos la fuerza 

ejecutiva de la liquidación es la ley 100 de 1993 y decretos reglamentarios, 

sino que, lo que hace es establecer los estándares de cobro, que en otras 

palabras son reglas o guías para el cobro de obligaciones contempladas en la 

Ley 100 de 1993 y que evidentemente son de obligatorio cumplimiento, pero 

no pueden confundirse con los requisitos que debe contener el título para exigir 

el cobro de los aportes pensionales ante la jurisdicción ordinaria.  

 

Reitera que, la Resolución 2082 de 2016, de ninguna manera exige nuevos 

requisitos para que la liquidación de los aportes en mora se constituya como 

título ejecutivo, que los estándares están impuestos como un procedimiento 

para el cobro y tiene importancia previa a la constitución del título para obtener 

el pago de los aportes por los términos que deben cumplirse, por lo que, no 

podría dicha resolución como norma de jerarquía inferior imponer nuevos 

requisitos, ni suplir las normas de la ley 100 de 1993, ley estatutaria y de orden 

público y su decreto reglamentario el 2633 de 1994, de donde deriva la 

existencia del título ejecutivo que presentamos para obtener el pago de los 

aportes a pensiones adeudados.  

 

Por lo expuesto y, en aplicación de los artículos 4° y 230 de nuestra Carta 

Política que establecen la sujeción de los jueces a la Constitución y a la ley, 

solicita se revoque el auto interlocutorio 503 del 03 de junio de 2022 y, en su 

lugar, se proceda a librar mandamiento de pago en contra de la ejecutada, en 

los términos solicitados en la demanda.  
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El A quo mediante auto 289 del 22 de febrero de 2023 resolvió en forma 

adversa el recurso de reposición, reiterando los argumentos expuestos al 

momento de negar el mandamiento de pago y, concedió en el efecto 

suspensivo el recurso de apelación. 

 

ALEGATOS SEGUNDA INSTANCIA 

Mediante providencia del 10 de marzo de 2023, el Despacho ordenó correr 

traslado a las partes para que presentaran alegatos de conclusión, tal como lo 

dispone la Ley 2213 de 2022. 

La apoderada de la parte ejecutante alegó de conclusión, reiterando los 

argumentos de alzada, solicitando se revoque el auto mediante el cual el 

despacho de conocimiento en primera instancia se abstuvo de librar 

mandamiento de pago, de acuerdo con los fundamentos que reposan en el 

recurso propuesto. 

 
DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

 
Cumplidos los trámites propios de la segunda instancia, sin que se observen 

vicios que puedan afectar la validez de lo actuado, es procedente entrar a 

decidir el asunto lo que se hace previas las siguientes: 

 
C O N S I D E R A C I O N E S: 

 
 

PROCEDENCIA DE LA APELACIÓN 
 
El auto que decide sobre el mandamiento de pago en el proceso ejecutivo es 

susceptible de apelación, conforme a lo previsto en el artículo 65, numeral 8° 

del CPTSS. 

 
PRINCIPIO DE CONSONANCIA 
 
Por el principio de consonancia establecido en el artículo 66A del CPTSS, el 

cual prevé que <La sentencia de segunda instancia, así como la decisión de 

autos apelados, deberá estar en consonancia con las materias objeto del 

recurso de apelación=, la Sala solo se referirá a los motivos de inconformidad 

expuestos en la alzada. 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 
El problema jurídico a resolver por la Sala se concreta en determinar si, se 

ajusta a derecho la decisión adoptada por el juez de instancia de abstenerse 

de librar mandamiento de pago ejecutivo o si, por el contrario, le asiste razón 

a la parte ejecutante recurrente. 

 
NORMATIVIDAD APLICABLE 
 
El artículo 100 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 

indica lo siguiente: 

 

<ARTICULO 100. PROCEDENCIA DE LA EJECUCIÓN. Será exigible 
ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 
de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de 
su causante o que emane de una decisión judicial o arbitral firme. 

Cuando de fallos judiciales o laudos arbitrales se desprendan obligaciones 
distintas de las de entregar sumas de dinero, la parte interesada podrá pedir 
su cumplimiento por la vía ejecutiva de que trata este Capítulo, ajustándose 
en lo posible a la forma prescrita en los artículos 987 y siguientes del Código 
Judicial, según sea el caso.= 

 

Por su parte, indica el artículo 422 del C.G.P., señala: 

 
<TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra 
él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o 
tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las 
providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o 
señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos 
que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no 
constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto 
en el artículo 184.= 

 

En tal sentido, una obligación es expresa cuando aparece completamente 

delimitada, es decir, en forma explícita e inequívoca en el título ejecutivo. Se 

entiende por clara, cuando los elementos constitutivos de la obligación, 

sujetos, objeto y causa figuran totalmente determinados en documento que 

sirve de recaudo ejecutivo. Y es exigible, cuando la obligación está sujeta a 

plazo o a condición, y se venció el primero o se cumplió la segunda, ora, 

cuando la obligación es pura y simple, en cuyo caso la obligación es exigible 

de manera inmediata. 
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Ahora bien, los artículos 23 y 24 de la Ley 100 de 1993, aplicables al caso, 

prevén: 

 
<Artículo 23. Los aportes que no se consignen dentro de los plazos 
señalados para el efecto, generarán un interés moratorio a cargo del 
empleador, igual al que rige para el impuesto sobre la renta y 
complementarios. Estos intereses se abonarán en el fondo de reparto 
correspondiente o en las cuentas individuales de ahorro pensional de los 
respectivos afiliados, según sea el caso. (…)= 
 
Artículo 24. Corresponde a las entidades administradoras de los 
diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del 
incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la 
liquidación mediante la cual la administradora determine el valor 
adeudado, prestará mérito ejecutivo.= [Lo destacado fuera del texto] 
 

El literal h) del artículo 14 del Decreto 656 del 24 de marzo de 1994 establece 

que <(…) Las cuentas de cobro que elaboren las administradoras por las 

sumas que se encuentren en mora prestarán mérito ejecutivo.= 

 

En este orden de ideas, advierte la Sala que, nos encontramos frente a un 

título ejecutivo complejo, el cual se conforma por un conjunto de documentos, 

como pueden ser los contratos de trabajo, el formulario de afiliación y las 

constancias de cumplimiento, siendo responsabilidad del acreedor aportar 

dichos documentos. 

 
 
CASO EN CONCRETO 
 
 
Inicialmente, cumple advertir que el juez de instancia en la decisión objeto de 

alzada admite que la sociedad hoy ejecutante PROTECCIÓN S.A., dio cabal 

cumplimiento a las disposiciones aplicables en lo que tiene que ver con los 

requerimientos y cobro jurídico, en la forma y términos previstos en el artículo 

24 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 5° del Decreto 2633 de 1994, pues el 

motivo que conllevó a que no se librara el mandamiento de pago ejecutivo, 

obedeció a que la AFP no cumplió el procedimiento establecido en la 

Resolución 2082 de 2016, al señalar que, se omitió <…efectuar el segundo 

cobro persuasivo que dispone las normas ya citadas, so pena de enfrentar la 

imposición de las sanciones descritas en el artículo 16 núm. 3) de la 

Resolución 2082 de 2016. …= 
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Resulta pertinente recordar, como se estableció en líneas precedentes que, 

las acciones de cobro de las cotizaciones al sistema general de pensiones se 

encuentran establecidas en el artículo 24 de la Ley 100 del año 1993. Y, 

referente a lo debatido en el presente caso, la constitución en mora, así como 

el procedimiento para el mismo, es un requisito establecido en el Decreto 2633 

del año 1994, específicamente en sus artículos 2° y 5°, que indican: 

 

<Artículo 2° Del Procedimiento para Constituir en Mora al Empleador. Vencidos 
los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de 
los empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 
empleador moroso lo requerirá, si dentro de los quince (15) días siguientes a 
dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a 
elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con 
lo establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 

(…) 

Artículo 5° Del Cobro por Vía Ordinaria. En desarrollo del artículo 24 de la Ley 
100 de 1993, las demás entidades administradoras del régimen solidario de 
prima media con prestación definida del sector privado y del régimen de ahorro 
individual con solidaridad adelantarán su correspondiente acción de cobro ante 
la jurisdicción ordinaria, informando a la Superintendencia Bancaria con la 
periodicidad que ésta disponga, con carácter general, sobre los empleadores 
morosos en la consignación oportuna de los aportes, así como la estimación 
de sus cuantías e interés moratorio, con sujeción a lo previsto en el artículo 23 
de la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones concordantes. 

Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas 
por parte de los empleadores, la entidad administradora, mediante 
comunicación dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los 
quince (15) días siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha 
pronunciado, se procederá a elaborar la liquidación, la cual prestará 
mérito ejecutivo de conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la 
Ley 100 de 1993.= 

 

Así pues, se itera, conforme a lo expresado por el A quo, los anteriores 

requisitos sí se cumplieron por parte de la AFP PROTECCIÓN S.A., 

aseveraciones que comparte esta Sala de decisión, en tanto que, se puede 

verificar con los anexos de la demanda la remisión de la misiva con destino a 

la sociedad ejecutada MARVIS CONSTRUCTORA S.A.S. BIC -archivo: 

04Anexos- Veamos:  

(…) 
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Sin embargo, en criterio del juez de instancia, adicional a lo establecido en 

las normas citadas, la Entidad ejecutante para constituir el título ejecutivo, 

debía cumplir las exigencias previstas en la resolución expedida por la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales 

de la Protección Social - UGPP, con base en lo ordenado por la Ley 1607 del 

año 2012, en su artículo 178, la cual prevé: 

Artículo 178. Competencia para la determinación y el cobro de las 
contribuciones parafiscales de la protección social. La UGPP será la entidad 
competente para adelantar las acciones de determinación y cobro de las 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, respecto de los omisos e 
inexactos, sin que se requieran actuaciones persuasivas previas por parte de 
las administradoras. 
 
Parágrafo 1°. Las administradoras del Sistema de la Protección Social 
continuarán adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus 
afiliados, para tal efecto las administradoras estarán obligadas a aplicar los 
estándares de procesos que fije la UGPP. La UGPP conserva la facultad de 
adelantar el cobro sobre aquellos casos que considere conveniente adelantarlo 
directamente y de forma preferente, sin que esto implique que las 
administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas legalmente por la 
omisión en el cobro de los aportes. 
 
Parágrafo 2°. La UGPP podrá iniciar las acciones sancionatorias y de 
determinación de las Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, con 
la notificación del Requerimiento de Información o del pliego de cargos, dentro 
de los cinco (5) años siguientes contados a partir de la fecha en que el aportante 
debió declarar y no declaró, declaró por valores inferiores a los legalmente 
establecidos o se configuró el hecho sancionable. En los casos en que se 
presente la declaración de manera extemporánea o se corrija la declaración 
inicialmente presentada, el término de caducidad se contará desde el momento 
de la presentación de la declaración extemporánea o corregida…= 

 

Así mismo, la Resolución 2082 del año 2016, que subroga la Resolución 444 

del año 2013, a la que se hace mención en el auto apelado, prevé en sus 

artículos 11 a 13, lo siguiente: 

 
<Artículo 11. Constitución Título Ejecutivo. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) 
meses contados a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste 
mérito ejecutivo sin perjuicio de lo dispuesto en las normas legales aplicables 
al respectivo subsistema. Y para las administradoras públicas, el plazo máximo 
para expedir el acto administrativo que preste mérito ejecutivo, es de seis (6) 
meses. 
 
Artículo 12. Acciones Persuasivas. Una vez las Administradoras constituyan el 
título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos 
veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días 
calendario siguientes a la constitución de firmeza del título ejecutivo, según el 
caso, y el segundo, dentro de los treinta (30) días calendario siguientes a la 
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fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y cinco (45) 
días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el Anexo 
Técnico Capítulo 3. 
 
Artículo 13. Acciones Jurídicas. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones 
de cobro coactivo o judicial, según el caso.= 
 

Verificado lo anterior, a criterio de la Sala, la exigencia establecida por el 

juzgador de instancia no es aplicable en el caso que nos ocupa, dado que, si 

bien el artículo 178 de la Ley 1607 expone que la competencia para la 

determinación y el cobro de las contribuciones parafiscales de la protección 

social corresponde a la UGPP, lo cierto es que, los requisitos adicionales a 

que hace alusión la Resolución 2082 de 2016 deben darse respecto de las 

acciones de cobro que inicie esa misma entidad; aunado a ello, se trata de 

acciones persuasivas, pues, el título ejecutivo fue mencionado en el artículo 

11, sin que se desprenda que la adicional persuasión sea parte del título 

ejecutivo como tal, respecto al cual sólo la ley podría modificar y, no una 

resolución como lo pretende el A quo en el auto objeto de alzada. 

 
Lo anterior más si se tiene en cuenta que, el Parágrafo 1° del Artículo 178 en 

cita indica que, <Las administradoras del Sistema de la Protección Social 

continuarán adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus 

afiliados…=; y aun cuando refiere también que <…las administradoras estarán 

obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP.=. Además, indica 

a continuación, que dicha entidad: <…conserva la facultad de adelantar el cobro 

sobre aquellos casos que considere conveniente adelantarlo directamente y de 

forma preferente…=, por lo que, se entiende que los estándares fijados por la 

UGPP se aplican únicamente en el caso en el que ésta intervenga en el cobro 

del pasivo pensional y, no cuando sean directamente las Administradoras de 

Fondos de Pensiones las que gestionen su recaudo, como lo es el asunto 

traído a estrados. 

 

Así las cosas, considera la Sala que, la sociedad ejecutante PROTECCIÓN 

S.A. cumplió en el presente trámite con los requisitos para la configuración 

del título ejecutivo complejo y, por ende, lo procedente es que se libre el 

mandamiento ejecutivo de pago, motivo por el cual, se revocará la 

providencia apelada, para en su lugar, ordenar al juez de primera instancia 

adopte los correctivos necesarios para tal fin. 
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En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley,  

 
 

R E S U E L V E: 

 
PRIMERO: REVOCAR el auto interlocutorio 503 del 03 de junio de 2022, 

proferido por el Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Cali y, en su lugar, 

ORDENAR al A quo que, libre mandamiento ejecutivo de pago en favor de la 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PROTECCIÓN S.A. y en contra de MARVIS CONSTRUCTORA S.A.S. BIC, 

de acuerdo con los valores reclamados por el citado fondo pensional en su 

escrito genitor, lo anterior conforme a las razones esgrimidas en la parte 

considerativa del presente proveído. 

 
SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 

TERCERO: DEVOLVER el expediente virtual al Juzgado de origen, previa 

anotación de su salida en el libro radicador. 

 
NOTIFÍQUESE por ESTADOS electrónicos. 

 

(firma electrónica) 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

Magistrada Ponente 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 
 

MAGISTRADA PONENTE: DRA. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 
 

REF: PROCESO EJECUTIVO LABORAL 
EJECUTANTE: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PROTECCIÓN S.A.    
EJECUTADO: MEJÍA - URRUTIA S.A.S. 

RADICACIÓN: 760013105 020 2022 00326 01 
 
Santiago de Cali, veintiocho (28) de abril del año dos mil veintitrés (2023). 

 
AUTO NÚMERO 327 

 

Resuelve el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por el apoderado 

judicial de la ejecutante ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., contra el auto interlocutorio No. 115 de 01 

de febrero de 2023, proferido por el Juzgado Veinte Laboral del Circuito de 

Cali, por medio del cual se abstuvo de librar mandamiento de pago, ello dentro 

del proceso ejecutivo instaurado por ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. contra MEJÍA - URRUTIA 

S.A.S., de radicación 760013105 020 2022 00326 01. Lo anterior, con base en 

la ponencia discutida y aprobada en Sala de Decisión llevada a cabo el 23 de 

marzo de 2023, celebrada como consta en el Acta No 18, tal como lo regulan 

los artículos 54 a 56 de la ley 270 de 1996. 

 
ANTECEDENTES 

 
La parte ejecutante presentó demanda ejecutiva solicitando se libre 

mandamiento de pago en contra de la sociedad ejecutada, en los siguientes 

términos: 

(…) 
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(…) 
 

Como situación fáctica, plantea la parte ejecutante que, la sociedad ejecutada 

se encuentra en mora en el pago de los aportes mensuales correspondientes 

a la cotización por pensión obligatoria de sus trabajadores, habiéndose 

efectuado requerimiento en tal sentido el 13 de junio de 2022, anexándose la 

respectiva liquidación de deuda donde se relacionaban los afiliados y periodos 

adeudados.  

 

Que dicho requerimiento fue dirigido a la dirección registrada en el Fondo de 

Pensiones como dirección de notificación Judicial, CALLE 19A #21-108 Cali y, 

pese a ello, el ejecutado no lo contestó dentro de los quince (15) días 

siguientes a su recibo, plazo que se halla vencido, sin que a la fecha se haya 

cancelado ni el capital ni los intereses  

 

Que la AFP PROTECCION procedió a elaborar la liquidación para adelantar 

la acción de cobro contra el empleador MEJIA - IRURITA S.A.S, la que con 

sus intereses, asciende a la suma de $82.773.869, que se detallan en los 

estados de deuda anexos a la demanda que forma parte integral del Título 

Ejecutivo. 
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Agrega que, la liquidación presentada contiene una obligación exigible a cargo 

de la empresa MEJIA - IRURITA S.A.S, la cual, según el artículo 24 de la ley 

100 presta mérito ejecutivo para adelantar el presente proceso. 

 
PROVIDENCIA APELADA 

 

El Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Cali, por auto interlocutorio 115 del 

01 de febrero de 2023 -archivo: 06AbstienedeLibrarMandamiento, expediente 

digital-, notificado por estado el 02 del mismo mes y año, resolvió:  

 
(…) 

 

(…) 

 

Lo anterior, tras considerar el A quo que, el título ejecutivo para el cobro de los 

aportes parafiscales está compuesto por: (i) la liquidación que presta mérito 

ejecutivo expedida por la Administradora de Pensiones y, (ii) las acciones 

persuasivas que implican requerir al deudor como mínimo dos veces en 

determinados períodos de tiempo y que, si bien, la parte ejecutante realizó un 

requerimiento a la ejecutada, fechado del 13 de junio de 2022, lo cierto es que, 

omitió efectuar el segundo cobro persuasivo conforme lo dispone la 

Resolución 2082 de 2016. Agrega el juez de instancia que, la finalidad de la 

etapa de cobro persuasivo, es obtener el pago voluntario de las obligaciones 

que el empleador adeuda al Sistema, con el fin de evitar las acciones judiciales 

y que, así las cosas, el acatar la ritualidad es lo que determina la existencia del 

título ejecutivo complejo, con las características de claridad, expresividad y 

exigibilidad, que se requiere para el cobro de los aportes parafiscales. 
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APELACIÓN 
 
La apoderada judicial de la parte ejecutante interpuso recurso de reposición y 

en subsidio apelación, argumentando en síntesis que, la decisión de rechazo 

de la demanda se funda en la supuesta inobservancia de los requisitos 

señalados en la Ley 1607 de 2012 y Resolución 2082 de 2016, como también 

en el procedimiento llevado a cabo para el requerimiento según las direcciones 

donde fue remitido el documento y sus momentos de entrega, circunstancias 

frente a las cuales considera que, los requisitos contenidos en la citada 

resolución no están establecidos en la norma que rige el cobro de aportes 

pensionales, pues se trata de un procedimiento pre jurídico de cobro 

persuasivo que legalmente no es exigible, aludiendo además que, para el 

envío del requerimiento no existe un procedimiento específico, siendo deber 

del Juez no imponer a la parte demandante mayores exigencias que las 

contenidas en la ley. 

 

Que al efectuar la interpretación gramatical de los artículos 17, 20, 22, 23 y 24 

de la ley 100 de 1993 y los decretos 656 de 1994, 2633 de 1994, 1161 de 1994 

y 692 de 1994, a través de los cuales se fijan las pautas a seguir por las 

Administradoras de Fondos de Pensiones, para la gestión idónea y oportuna 

de cobro de aportes obligatorios pensionales dejados de cancelar por los 

empleadores y la conformación del denominado título ejecutivo complejo, no 

mencionan estas normas jamás la posibilidad de que esté conformado o 

integrado por documentos diferentes al requerimiento efectuado al empleador 

en mora y la liquidación mediante la cual la administradora determina el valor 

adeudado. Así pues, el artículo 5 del Decreto 2633 de 1994, que reglamentó 

el artículo 24 de la Ley 100 de 1993, establece que para iniciar el cobro de los 

aportes en mora por parte del empleador se debe mediante comunicación 

dirigida al empleador moroso, requerirlo, si dentro de los quince (15) días 

siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se 

procederá a elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo, de tal 

forma que la comunicación realizada al deudor moroso y que fue aportada al 

igual que el titulo está realizada específicamente como lo señala la norma en 

comento. 

  

Agrega que, conforme al artículo 5° del Decreto 2633 de 1994, la finalidad del 

requerimiento es que el deudor de aportes de pensiones sea informado de la 
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deuda previo a la liquidación que presta mérito ejecutivo y por ende a la acción 

ejecutiva que adelante la administradora de pensiones, finalidad que se 

cumplió como se observa con el envío del requerimiento según la guía de 

correo, donde consta que la correspondencia fue remitida y entregada a la 

dirección de destino a nombre de demandada que no es otra que la que reposa 

en el certificado de la Cámara de Comercio. 

  

Señala que, pedir a las AFP que pese haber enviado una comunicación 

poniendo en conocimiento la mora de los aportes a seguridad social, se deba 

volver a enviar un segundo requerimiento cuando ya se ha cumplido con la 

finalidad, sin considerar que en muchos casos se le facilitaría al empleador 

moroso evadir el pago de aportes al Sistema General de la Seguridad Social, 

mediante sencillas maniobras de ocultamiento, clausura o cierre de la 

empresa, para evitar el requerimiento, impidiendo de esta forma ser 

demandado ejecutivamente, situación que iría en detrimento, no solo de la 

existencia y justificación del sistema integral de seguridad social en sí mismo, 

sino también, en detrimento de las pensiones de vejez, invalidez y muerte de 

los trabajadores y en contra vía del mandato constitucional del artículo 48 de 

la C.N. 

 

Arguye que, la Resolución 2082 de 2016 define y determina el objeto y alcance 

de los estándares de procesos de cobro que deben adoptar las 

Administradoras de la Protección Social en el cumplimiento de las acciones de 

seguimiento y cobro a los aportantes morosos obligados en el pago de las 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, misma que, no se refiere 

a los requisitos para que el título ejecutivo nazca a la vida jurídica, tampoco a 

requisitos nuevos impuestos por esta norma para que la liquidación preste 

merito ejecutivo. Agrega que, lo que la norma refiere son los términos de días 

y meses que se deben cumplir para expedir la liquidación, requisito que hace 

parte de los estándares de las acciones de cobro, que son verificados por la 

UGPP.  

 

Alude que, la obligación de contactar nuevamente al deudor, no se ha 

establecido como requisito para iniciar válidamente la acción judicial, ya que 

considera es un <estándar de cobro persuasivo=, posterior a la existencia del 

título, es decir el título ejecutivo ya existe luego puede procederse al cobro, 
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reiterando que, el titulo ya ha nacido a la vida jurídica, está constituido y tiene 

firmeza, es por esto que lo exigido por el despacho, se contradice con el 

espíritu de la norma pues en realidad la Resolución 2082 de 2016 ni ninguna 

otra norma exige que deba probarse en el ámbito judicial el cumplimiento de 

tales requisitos ni es condición para que el titulo tenga fuerza ejecutiva. 

 

Manifiesta que la Resolución 2082 de 2016 de la UGPP, no es la que 

determina la naturaleza de las obligaciones pensionales ni las obligaciones de 

los empleadores con el sistema general de pensiones, mucho menos la fuerza 

ejecutiva de la liquidación es la ley 100 de 1993 y decretos reglamentarios, 

sino que, lo que hace es establecer los estándares de cobro, que en otras 

palabras son reglas o guías para el cobro de obligaciones contempladas en la 

Ley 100 de 1993 y que evidentemente son de obligatorio cumplimiento, pero 

no pueden confundirse con los requisitos que debe contener el título para exigir 

el cobro de los aportes pensionales ante la jurisdicción ordinaria.  

 

Reitera que, la Resolución 2082 de 2016, de ninguna manera exige nuevos 

requisitos para que la liquidación de los aportes en mora se constituya como 

título ejecutivo, que los estándares están impuestos como un procedimiento 

para el cobro y tiene importancia previa a la constitución del título para obtener 

el pago de los aportes por los términos que deben cumplirse, por lo que, no 

podría dicha resolución como norma de jerarquía inferior imponer nuevos 

requisitos, ni suplir las normas de la ley 100 de 1993, ley estatutaria y de orden 

público y su decreto reglamentario el 2633 de 1994, de donde deriva la 

existencia del título ejecutivo que presentamos para obtener el pago de los 

aportes a pensiones adeudados.  

 

Por lo expuesto y, en aplicación de los artículos 4° y 230 de nuestra Carta 

Política que establecen la sujeción de los jueces a la Constitución y a la ley, 

solicita se revoque el auto interlocutorio 115 del 01 de febrero de 2023 y, en 

su lugar, se proceda a librar mandamiento de pago en contra de la ejecutada, 

en los términos solicitados en la demanda.  

 
El A quo mediante auto 324 del 23 de febrero de 2023 resolvió en forma 

adversa el recurso de reposición, reiterando los argumentos expuestos al 
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momento de negar el mandamiento de pago y, concedió en el efecto 

suspensivo el recurso de apelación. 

 

ALEGATOS SEGUNDA INSTANCIA 

Mediante providencia del 10 de marzo de 2023, el Despacho ordenó correr 

traslado a las partes para que presentaran alegatos de conclusión, tal como lo 

dispone la Ley 2213 de 2022. 

La apoderada de la parte ejecutante alegó de conclusión, reiterando los 

argumentos de alzada, solicitando se revoque el auto mediante el cual el 

despacho de conocimiento en primera instancia se abstuvo de librar 

mandamiento de pago. 

 
DECISIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

 
Cumplidos los trámites propios de la segunda instancia, sin que se observen 

vicios que puedan afectar la validez de lo actuado, es procedente entrar a 

decidir el asunto lo que se hace previas las siguientes: 

 
C O N S I D E R A C I O N E S: 

 
 

PROCEDENCIA DE LA APELACIÓN 
 
El auto que decide sobre el mandamiento de pago en el proceso ejecutivo es 

susceptible de apelación, conforme a lo previsto en el artículo 65, numeral 8° 

del CPTSS. 

 
PRINCIPIO DE CONSONANCIA 
 
Por el principio de consonancia establecido en el artículo 66A del CPTSS, el 

cual prevé que <La sentencia de segunda instancia, así como la decisión de 

autos apelados, deberá estar en consonancia con las materias objeto del 

recurso de apelación=, la Sala solo se referirá a los motivos de inconformidad 

expuestos en la alzada. 

 
PROBLEMA JURÍDICO 

 
El problema jurídico a resolver por la Sala se concreta en determinar si, se 

ajusta a derecho la decisión adoptada por el juez de instancia de abstenerse 
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de librar mandamiento de pago ejecutivo o si, por el contrario, le asiste razón 

a la parte ejecutante recurrente. 

 
NORMATIVIDAD APLICABLE 
 
El artículo 100 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 

indica lo siguiente: 

 

<ARTICULO 100. PROCEDENCIA DE LA EJECUCIÓN. Será exigible 
ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación 
de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de 
su causante o que emane de una decisión judicial o arbitral firme. 

Cuando de fallos judiciales o laudos arbitrales se desprendan obligaciones 
distintas de las de entregar sumas de dinero, la parte interesada podrá pedir 
su cumplimiento por la vía ejecutiva de que trata este Capítulo, ajustándose 
en lo posible a la forma prescrita en los artículos 987 y siguientes del Código 
Judicial, según sea el caso.= 

 

Por su parte, indica el artículo 422 del C.G.P., señala: 

 
<TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra 
él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o 
tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las 
providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o 
señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos 
que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no 
constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto 
en el artículo 184.= 

 

En tal sentido, una obligación es expresa cuando aparece completamente 

delimitada, es decir, en forma explícita e inequívoca en el título ejecutivo. Se 

entiende por clara, cuando los elementos constitutivos de la obligación, 

sujetos, objeto y causa figuran totalmente determinados en documento que 

sirve de recaudo ejecutivo. Y es exigible, cuando la obligación está sujeta a 

plazo o a condición, y se venció el primero o se cumplió la segunda, ora, 

cuando la obligación es pura y simple, en cuyo caso la obligación es exigible 

de manera inmediata. 

 

Ahora bien, los artículos 23 y 24 de la Ley 100 de 1993, aplicables al caso, 

prevén: 

 
<Artículo 23. Los aportes que no se consignen dentro de los plazos 
señalados para el efecto, generarán un interés moratorio a cargo del 
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empleador, igual al que rige para el impuesto sobre la renta y 
complementarios. Estos intereses se abonarán en el fondo de reparto 
correspondiente o en las cuentas individuales de ahorro pensional de los 
respectivos afiliados, según sea el caso. (…)= 
 
Artículo 24. Corresponde a las entidades administradoras de los 
diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del 
incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la 
liquidación mediante la cual la administradora determine el valor 
adeudado, prestará mérito ejecutivo.= [Lo destacado fuera del texto] 
 

El literal h) del artículo 14 del Decreto 656 del 24 de marzo de 1994 establece 

que <(…) Las cuentas de cobro que elaboren las administradoras por las 

sumas que se encuentren en mora prestarán mérito ejecutivo.= 

 

En este orden de ideas, advierte la Sala que, nos encontramos frente a un 

título ejecutivo complejo, el cual se conforma por un conjunto de documentos, 

como pueden ser los contratos de trabajo, el formulario de afiliación y las 

constancias de cumplimiento, siendo responsabilidad del acreedor aportar 

dichos documentos. 

 
 
CASO EN CONCRETO 
 
 
Inicialmente, cumple advertir que el juez de instancia en la decisión objeto de 

alzada admite que la sociedad hoy ejecutante PROTECCIÓN S.A., dio cabal 

cumplimiento a las disposiciones aplicables en lo que tiene que ver con los 

requerimientos y cobro jurídico, en la forma y términos previstos en el artículo 

24 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 5° del Decreto 2633 de 1994, pues el 

motivo que conllevó a que no se librara el mandamiento de pago ejecutivo, 

obedeció a que la AFP no cumplió el procedimiento establecido en la 

Resolución 2082 de 2016, al señalar que, se omitió <…efectuar el segundo 

cobro persuasivo que dispone las normas ya citadas, so pena de enfrentar la 

imposición de las sanciones descritas en el artículo 16 núm. 3) de la 

Resolución 2082 de 2016. …= 

 
Resulta pertinente recordar, como se estableció en líneas precedentes que, 

las acciones de cobro de las cotizaciones al sistema general de pensiones se 

encuentran establecidas en el artículo 24 de la Ley 100 del año 1993. Y, 

referente a lo debatido en el presente caso, la constitución en mora, así como 
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el procedimiento para el mismo, es un requisito establecido en el Decreto 2633 

del año 1994, específicamente en sus artículos 2° y 5°, que indican: 

 

<Artículo 2° Del Procedimiento para Constituir en Mora al Empleador. Vencidos 
los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de 
los empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 
empleador moroso lo requerirá, si dentro de los quince (15) días siguientes a 
dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a 
elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con 
lo establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993. 

(…) 

Artículo 5° Del Cobro por Vía Ordinaria. En desarrollo del artículo 24 de la Ley 
100 de 1993, las demás entidades administradoras del régimen solidario de 
prima media con prestación definida del sector privado y del régimen de ahorro 
individual con solidaridad adelantarán su correspondiente acción de cobro ante 
la jurisdicción ordinaria, informando a la Superintendencia Bancaria con la 
periodicidad que ésta disponga, con carácter general, sobre los empleadores 
morosos en la consignación oportuna de los aportes, así como la estimación 
de sus cuantías e interés moratorio, con sujeción a lo previsto en el artículo 23 
de la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones concordantes. 

Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas 
por parte de los empleadores, la entidad administradora, mediante 
comunicación dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los 
quince (15) días siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha 
pronunciado, se procederá a elaborar la liquidación, la cual prestará 
mérito ejecutivo de conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la 
Ley 100 de 1993.= 

 

Así pues, se itera, conforme a lo expresado por el A quo, los anteriores 

requisitos sí se cumplieron por parte de la AFP PROTECCIÓN S.A., 

aseveraciones que comparte esta Sala de decisión, en tanto que, se puede 

verificar con los anexos de la demanda la remisión de la misiva con destino a 

la sociedad ejecutada MEJÍA - URRUTIA S.A.S. -archivo: 04Anexos- Veamos:  

(…) 
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Sin embargo, en criterio del juez de instancia, adicional a lo establecido en 

las normas citadas, la Entidad ejecutante para constituir el título ejecutivo, 

debía cumplir las exigencias previstas en la resolución expedida por la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales 

de la Protección Social - UGPP, con base en lo ordenado por la Ley 1607 del 

año 2012, en su artículo 178, la cual prevé: 

Artículo 178. Competencia para la determinación y el cobro de las 
contribuciones parafiscales de la protección social. La UGPP será la entidad 
competente para adelantar las acciones de determinación y cobro de las 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, respecto de los omisos e 
inexactos, sin que se requieran actuaciones persuasivas previas por parte de 
las administradoras. 
 
Parágrafo 1°. Las administradoras del Sistema de la Protección Social 
continuarán adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus 
afiliados, para tal efecto las administradoras estarán obligadas a aplicar los 
estándares de procesos que fije la UGPP. La UGPP conserva la facultad de 
adelantar el cobro sobre aquellos casos que considere conveniente adelantarlo 
directamente y de forma preferente, sin que esto implique que las 
administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas legalmente por la 
omisión en el cobro de los aportes. 
 
Parágrafo 2°. La UGPP podrá iniciar las acciones sancionatorias y de 
determinación de las Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, con 
la notificación del Requerimiento de Información o del pliego de cargos, dentro 
de los cinco (5) años siguientes contados a partir de la fecha en que el aportante 
debió declarar y no declaró, declaró por valores inferiores a los legalmente 
establecidos o se configuró el hecho sancionable. En los casos en que se 
presente la declaración de manera extemporánea o se corrija la declaración 
inicialmente presentada, el término de caducidad se contará desde el momento 
de la presentación de la declaración extemporánea o corregida…= 
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Así mismo, la Resolución 2082 del año 2016, que subroga la Resolución 444 

del año 2013, a la que se hace mención en el auto apelado, prevé en sus 

artículos 11 a 13, lo siguiente: 

 
<Artículo 11. Constitución Título Ejecutivo. La Unidad verificará que las 
administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) 
meses contados a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste 
mérito ejecutivo sin perjuicio de lo dispuesto en las normas legales aplicables 
al respectivo subsistema. Y para las administradoras públicas, el plazo máximo 
para expedir el acto administrativo que preste mérito ejecutivo, es de seis (6) 
meses. 
 
Artículo 12. Acciones Persuasivas. Una vez las Administradoras constituyan el 
título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como mínimo dos 
veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días 
calendario siguientes a la constitución de firmeza del título ejecutivo, según el 
caso, y el segundo, dentro de los treinta (30) días calendario siguientes a la 
fecha en que se realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y cinco (45) 
días calendario, de conformidad con los criterios que se definen en el Anexo 
Técnico Capítulo 3. 
 
Artículo 13. Acciones Jurídicas. Vencido el plazo anterior las administradoras 
contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a las acciones 
de cobro coactivo o judicial, según el caso.= 
 

Verificado lo anterior, a criterio de la Sala, la exigencia establecida por el 

juzgador de instancia no es aplicable en el caso que nos ocupa, dado que, si 

bien el artículo 178 de la Ley 1607 expone que la competencia para la 

determinación y el cobro de las contribuciones parafiscales de la protección 

social corresponde a la UGPP, lo cierto es que, los requisitos adicionales a 

que hace alusión la Resolución 2082 de 2016 deben darse respecto de las 

acciones de cobro que inicie esa misma entidad; aunado a ello, se trata de 

acciones persuasivas, pues, el título ejecutivo fue mencionado en el artículo 

11, sin que se desprenda que la adicional persuasión sea parte del título 

ejecutivo como tal, respecto al cual sólo la ley podría modificar y, no una 

resolución como lo pretende el A quo en el auto objeto de alzada. 

 
Lo anterior más si se tiene en cuenta que, el Parágrafo 1° del Artículo 178 en 

cita indica que, <Las administradoras del Sistema de la Protección Social 

continuarán adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus 

afiliados…=; y aun cuando refiere también que <…las administradoras estarán 

obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP.=. Además, indica 

a continuación, que dicha entidad: <…conserva la facultad de adelantar el cobro 

sobre aquellos casos que considere conveniente adelantarlo directamente y de 
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forma preferente…=, por lo que, se entiende que los estándares fijados por la 

UGPP se aplican únicamente en el caso en el que ésta intervenga en el cobro 

del pasivo pensional y, no cuando sean directamente las Administradoras de 

Fondos de Pensiones las que gestionen su recaudo, como lo es el asunto 

traído a estrados. 

 

Así las cosas, considera la Sala que, la sociedad ejecutante PROTECCIÓN 

S.A. cumplió en el presente trámite con los requisitos para la configuración 

del título ejecutivo complejo y, por ende, lo procedente es que se libre el 

mandamiento ejecutivo de pago, motivo por el cual, se revocará la 

providencia apelada, para en su lugar, ordenar al juez de primera instancia 

adopte los correctivos necesarios para tal fin. 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley,  

 
 

R E S U E L V E: 

 
PRIMERO: REVOCAR el auto interlocutorio 115 del 01 de febrero de 2023, 

proferido por el Juzgado Veinte Laboral del Circuito de Cali y, en su lugar, 

ORDENAR al A quo que libre mandamiento ejecutivo de pago en favor de la 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PROTECCIÓN S.A. y en contra de MEJÍA - URRUTIA S.A.S., de acuerdo con 

los valores reclamados por el citado fondo pensional en su escrito genitor, lo 

anterior conforme a las razones esgrimidas en la parte considerativa del 

presente proveído. 

 
SEGUNDO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 

TERCERO: DEVOLVER el expediente virtual al Juzgado de origen, previa 

anotación de su salida en el libro radicador. 

 
NOTIFÍQUESE por ESTADOS electrónicos. 

 

(firma electrónica) 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 
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AUTO NÚMERO 326 

 
Sería del caso decidir el recurso de apelación interpuesto por la apoderada 

judicial de la UGPP contra la sentencia número 2 dictada en audiencia pública 

del día 12 de marzo de 2021, por el Juzgado Séptimo Laboral del Circuito de 

Cali, mediante la cual, se declaró no probada la excepción de prescripción 

propuesta por la ejecutada, no se accedió a la terminación del proceso y se 

ordenó seguir adelante con la ejecución, dentro del ejecutivo laboral 

adelantado por HÉCTOR VALENCIA LOZANO contra UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -

UGPP, con radicado número 760013105 007 2020 00380 01, sino fuera por 

las consideraciones que a continuación se vierten.  

 

Lo anterior, con base en la ponencia discutida y aprobada en Sala de Decisión 

llevada a cabo el 15 de marzo de 2023, celebrada como consta en el Acta No 

17, tal como lo regulan los artículos 54 a 56 de la ley 270 de 1996. 

 

ANTECEDENTES 

 

Revisado el escrito de demanda ejecutiva, advierte la Sala que, las 

pretensiones del ejecutante son las siguientes -archivo 

02DemandaEjecutiva202000380, expediente virtual-: 

 
(…) 

 

 

 



 

 

EJECUTIVO DE HÉCTOR VALENCIA LOZANO VS CAPRECOM- UGPP 
RAD. 7600131 05 007 2020 00380 01 

 

MP. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

2 

 

(…) 

 
La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -

UGPP, a través de su apoderado judicial, se pronunció frente a la demanda 

ejecutiva, formulando las excepciones que denominó: <CADUCIDAD Y/O 

PESCRIPCIÓN, BUENA FE y DECLARATORIA DE OTRAS EXCEPCIONES= 

-archivo: 06MemorialExcepcionesUGPP202000380-. 

 
Ahora bien, se tiene que, el título ejecutivo base del recaudo en el asunto 

sometido a estudio de la Sala, corresponde a la sentencia 43 del 23 de febrero 

de 2018 proferida por esta Sala, liquidación de costas y auto de aprobación -

archivo: 02DemandaEjecutiva202000380 (págs. 9 a 17-, documentos en los cuales 

se dispuso: 

 

 (…) Pantallazo sentencia Tribunal Superior de Cali: 
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(…) 

(…) Pantallazo auto obedece y cumple y liquida costas: 

 

 

 
(…) 
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Como se estableció en líneas precedentes, la parte ejecutante el día 29 de 

octubre de 2020, presentó demanda ejecutiva al considerar que la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP 

no le canceló la totalidad de lo ordenado en los documentos hoy base del 

recaudo, concretamente por las costas del proceso ordinario, en virtud de lo 

cual, el Juzgado de conocimiento, por auto interlocutorio 2439 del 12 de 

noviembre de 2020 -archivo: 03AutoLibraMandamientoPago202000380-, libró 

mandamiento de pago en favor del señor HÉCTOR VALENCIA LOZANO y en 

contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL -UGPP, por los siguientes conceptos: 

 
(…) 

 
(…) 

 

Conviene precisar que, en dicha providencia se abstuvo el A quo de librar 

mandamiento de pago por los intereses o indexación de las condenas, al 

considerar que el título ejecutivo base del recaudo no ordenó el pago de los 

mismos. Sobre el particular, señaló: <…Se advierte que no se accederá librar 

mandamiento por intereses del Art. 1617 del Código Civil o indexación de las 

condenas, toda vez que tales conceptos no encuentran sustento legal en las 

providencias que sirven como título base de esta ejecución en contra de la UGPP…= 
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La parte ejecutada, dentro del término legal se pronunció frente al auto que 

libró el mandamiento de pago ejecutivo, formulando excepciones, entre ellas 

la de prescripción, última respecto de la cual, el juez de instancia mediante 

sentencia número 2 dictada en audiencia pública del día 12 de marzo de 2021, 

hoy objeto de alzada, dispuso: 

 
 <…PRIMERO: Declarar no probada la excepción de prescripción formulada 
por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -
UGPP. 
 
SEGUNDO: No acceder a la solicitud de terminación de la presente ejecución 
por las consideraciones expuestas. 
 
TERCERO: Seguir adelante con la ejecución contra la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -
UGPP, para el cumplimiento de las obligaciones señaladas en el 
mandamiento de pago número 2439 del 12 de noviembre de 2020. 
 
CUARTO: Ordenar que, una vez ejecutoriada esta providencia, cualquiera de 
las partes del proceso presente liquidación del crédito de conformidad con el 
artículo 446 del C.G.P., de acuerdo con lo señalado en la orden de pago. 
 
QUINTO: Condenar en costas al ejecutado UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP, las que se 
liquidarán por Secretaría, una vez se encuentre en firme la liquidación del 
crédito…= 

  

CONSIDERACIONES 
 
El artículo 12 del CPTSS, modificado por el artículo 46 de la Ley 1395 de 2010, 

estipula que <…los jueces laborales de circuito conocen en única instancia 

de los negocios cuya cuantía exceda del equivalente a veinte (20) veces el 

salario mínimo legal mensual vigente, y en primera instancia de todos los 

demás…= (el SMLMV para el año 2020, fecha de presentación de la presente 

demanda ejecutiva era de $877.802 x 20 = $17.556.040), y en primera 

instancia de todos los demás. 

 

Tratándose de procesos ejecutivos laborales es válido hablar de procesos de 

única y de primera instancia, siendo el factor de competencia por razón de la 

cuantía determinante para establecer si se trata de procesos de una u otra 

índole, en la medida en que la norma comentada hace referencia a 

<negocios= sin especificar una clase de proceso en particular. 

 
 



 

 

EJECUTIVO DE HÉCTOR VALENCIA LOZANO VS CAPRECOM- UGPP 
RAD. 7600131 05 007 2020 00380 01 

 

MP. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

6 

 

Por su parte, el artículo 15 del CPTSS, modificado por el artículo 10 de la Ley 

712 de 2001, en su literal B), determina la competencia de las Salas Laborales 

de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, y entre los asuntos asignados 

se halla el recurso de apelación contra los autos señalados en este código y 

contra las sentencias proferidas en primera instancia. 

 
A su vez, el artículo 65 ibídem, contempla de manera taxativa los autos 

interlocutorios <proferidos en primera instancia=, que en materia laboral 

pueden ser objeto del recurso de apelación, no en <única instancia=. 

 
Ahora bien, verificada tanto la demanda ejecutiva laboral como el auto que 

libró mandamiento de pago, se observa claramente que, el objeto del presente 

proceso, es el cobro ejecutivo de <…$10.976.843 por concepto de costas del 

proceso ordinario…=, más las costas del ejecutivo. Recordemos que, la A quo 

se abstuvo de librar mandamiento de pago por los intereses e indexación. 

 
Lo anterior, se corrobora en el acápite de cuantía de la demanda ejecutiva, en 

donde expresamente señaló el ejecutante: 

(…) 

 
(…) 

Así las cosas, observa la Sala claramente que, el valor perseguido con la 

presente demanda ejecutiva laboral no supera los 20 salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, incluso si se incluyeran los intereses o indexación no 

ordenados, cuantía que, conforme se estableció en líneas precedentes, 

ascienden a la suma de $17.556.040 y, en consecuencia, el recurso de 

apelación interpuesto por la apoderada judicial de la parte ejecutada resulta 

improcedente, ello, por tratarse el presente asunto de un proceso ejecutivo de 

<única instancia=, en donde, no existe la doble instancia. 

 

 
En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley,  
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R E S U E L V E: 
 

PRIMERO. DECLARAR improcedente el recurso de apelación interpuesto por 

la apoderada judicial de la parte ejecutada contra <la sentencia 2 del 12 de marzo 

de 2021=, proferida por el Juzgado Séptimo Laboral del Circuito de Cali, mediante 

el cual, entre otras cosas, se declaró no probada la excepción de prescripción 

propuesta por la ejecutada dentro del ejecutivo laboral adelantado por HÉCTOR 

VALENCIA LOZANO contra UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP. 

 
TERCERO: DEVOLVER las actuaciones al Juzgado de origen, previa 

anotación de su salida en el libro radicador. 

 
CUARTO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 
NOTIFÍQUESE por ESTADOS electrónicos. 

 

(firma electrónica) 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

Magistrada Ponente 

 
 
 

LUIS GABRIEL MORENO LOVERA 
Magistrado 

 
 

CARLOS ALBERTO OLIVER GALÉ 
Magistrado 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 
 

MAGISTRADA PONENTE: DRA. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

 
REF. EJECUTIVO LABORAL  

DE ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. 
VS. ESTRUMETAL S.A. 

RADICACIÓN: 760013105 020 2022 00087 01 

 
Santiago de Cali, veintiocho (28) de abril del año dos mil veintitrés (2023). 

 
AUTO NÚMERO 324 

 
Sería del caso decidir el recurso de apelación interpuesto por la apoderada 

judicial de la parte ejecutante PROTECCIÓN S.A. contra el auto interlocutorio 

336 del 02 de mayo de 2022 proferido por el Juzgado Veinte Laboral del 

Circuito de Cali, mediante la cual, se abstuvo de librar mandamiento de pago 

por la vía ejecutiva, dentro del ejecutivo laboral adelantado por la 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

PROTECCIÓN S.A. contra ESTRUMETAL S.A., con radicado número 

760013105 020 2022 00087 01, sino fuera por las consideraciones que a 

continuación se vierten.  

 

Lo anterior, con base en la ponencia discutida y aprobada en Sala de Decisión 

llevada a cabo el 15 de marzo de 2023, celebrada como consta en el Acta No 

17, tal como lo regulan los artículos 54 a 56 de la ley 270 de 1996. 

 

ANTECEDENTES 

 

Revisado el escrito de demanda ejecutiva presentada por reparto el día 08 de 

marzo de 2022, advierte la Sala que, las pretensiones de la parte ejecutante 

son las siguientes -archivo 03Demanda, expediente virtual-: 

 
(…) 
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(…) 

 
Como fundamento de sus pretensiones, señala la apoderada judicial de la 

sociedad ejecutante que, ESTRUMETAL S.A., se encuentra en mora con la 

obligación de pago de los aportes a la seguridad social en materia de pensión 

respecto de sus trabajadores, en las sumas antes indicadas y, verificada la 

liquidación y requerimiento efectuados, se observa el documento denominado 

<Título Ejecutivo No. 13104-22= de fecha 24 de febrero de 2022, en el que se 

hace constar los siguientes conceptos y sumas de dinero, ello con corte al 17 

de febrero de 2022: 

(…) 

 
(…) 
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El A quo por auto interlocutorio 336 del 02 de mayo de 2022 -archivo: 

05AutoNiegaMandamientoDePago-, dispuso: 

(…) 

 
 

(…) 
 

CONSIDERACIONES 
 
El artículo 12 del CPTSS, modificado por el artículo 46 de la Ley 1395 de 2010, 

estipula que <…los jueces laborales de circuito conocen en única instancia 

de los negocios cuya cuantía exceda del equivalente a veinte (20) veces el 

salario mínimo legal mensual vigente, y en primera instancia de todos los 

demás…= (el SMLMV para el año 2022, fecha de presentación de la presente 

demanda ejecutiva era de $1.000.000 x 20 = $20.000.000), y en primera 

instancia de todos los demás. 

 

Tratándose de procesos ejecutivos laborales es válido hablar de procesos de 

única y de primera instancia, siendo el factor de competencia por razón de la 

cuantía determinante para establecer si se trata de procesos de una u otra 

índole, en la medida en que la norma comentada hace referencia a 

<negocios= sin especificar una clase de proceso en particular. 

 

Por su parte, el artículo 15 del CPTSS, modificado por el artículo 10 de la Ley 

712 de 2001, en su literal B), determina la competencia de las Salas Laborales 

de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, y entre los asuntos asignados 

se halla el recurso de apelación contra los autos señalados en este código y 

contra las sentencias proferidas en primera instancia. 

 



 

 

EJECUTIVO DE PROTECCIÓN S.A. VS ESTRUMETAL S.A. 
RAD. 7600131 05 020 2022 00087 01 

 

MP. MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

4 

A su vez, el artículo 65 ibídem, contempla de manera taxativa los autos 

interlocutorios <proferidos en primera instancia=, que en materia laboral 

pueden ser objeto del recurso de apelación, no en <única instancia=. 

 
Ahora bien, verificada la demanda ejecutiva laboral, se observa claramente 

que, el objeto del presente proceso es el cobro ejecutivo de: 

 
<…a. La suma de CUATRO MILLONES SETECIENTOS SESENTA Y SIETE 
MIL DOSCIENTOS OCHENTA PESOS ($4.767.280.oo) M/CTE, por concepto 
de capital de la obligación a cargo del empleador por los aportes en Pensión 
Obligatoria dejados de pagar en vigencia del sistema general de pensiones, por 
los periodos comprendidos entre marzo de 1998 (199803) hasta agosto 31 de 
2021 (202108), correspondiente a los afiliados relacionados en la liquidación 
de deuda – Titulo Ejecutivo, que se anexa a la presente demanda, emitido por 
la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A.  
 
b. La suma de ONCE MILLONES QUINIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MIL 
OCHOCIENTOS PESOS ($11.554.800.oo) M/CTE por concepto de intereses 
de mora causados y no pagados , por los periodos comprendidos entre marzo 
de 1998 (199803) hasta agosto 31 de 2021 (202108), relacionados en la 
liquidación de deuda - Título Ejecutivo, hasta el 17/02/22, fecha de corte de 
deuda que se hizo para requerir…= 

 

Conceptos que sumados ascienden a un total de $16.322.080, en donde se 

incluyen intereses hasta el 17 de febrero de 2022, lo que se corrobora en el 

acápite de cuantía de la demanda ejecutiva, en donde expresamente señaló 

la parte ejecutante: 

(…) 

 
(…) 

 

Así las cosas, observa la Sala claramente que, el valor perseguido con la 

presente demanda ejecutiva laboral no supera los 20 salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, incluso si se incluyeran los intereses causados entre el 

18 de febrero de 2022 y el 07 de marzo de ese año -día anterior a la presentación 

de la demanda ejecutiva-, que ascienden a solo $73.376 ($4.767.280 x 20 días de 

mora x 18,47% * 1.5% tasa mora / 360*100), para un gran total de $16.395.456 

($16.322.080 + $73.376), cuantía que, conforme se estableció en líneas 

precedentes, debe superar la suma de $20.000.000 y, en consecuencia, el 
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recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la parte 

ejecutante resulta improcedente, ello, por tratarse el presente asunto de un 

proceso ejecutivo de <única instancia=, en donde, no existe la doble instancia. 

 
En mérito de lo expuesto la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, administrando Justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley,  

 
 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO. DECLARAR improcedente el recurso de apelación interpuesto por 

la apoderada judicial de la parte ejecutante contra el auto interlocutorio 336 del 

02 de mayo de 2022 proferido por el Juzgado Séptimo Laboral del Circuito de 

Cali, mediante el cual, se abstuvo de librar mandamiento de pago por la vía 

ejecutiva a favor de la sociedad ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. 

 
SEGUNDO: DEVOLVER las actuaciones al Juzgado de origen, previa 

anotación de su salida en el libro radicador. 

 
TERCERO: SIN COSTAS en esta instancia. 

 
NOTIFÍQUESE por ESTADOS electrónicos. 

 

(firma electrónica) 
MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 

Magistrada Ponente 
 

 
 
 

LUIS GABRIEL MORENO LOVERA 
Magistrado 

 
 

CARLOS ALBERTO OLIVER GALÉ 
Magistrado 
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